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La caída del régimen de Slobodan Milosevic en Yugoslavia
ha significado el punto de inflexión y la apertura de una
nueva etapa en las relaciones de la UE con los Balcanes
Occidentales. Ello ha permitido el levantamiento de las san-
ciones impuestas por la UE, y sólo se mantendrán las finan-
cieras y de visados a Milosevic y su entorno más cercano. El
proceso democratizador que comienza con el nuevo presi-
dente Vojislav Kostunica ha permitido la apertura de ayudas
financieras de urgencia a favor de Serbia, y la integración de
Yugoslavia en el proceso de estabilización y asociación que
la UE ha iniciado con los países de la región.
La UE ha reafirmado que el Proceso de Estabilización y
Asociación es la piedra angular de su política en los Balcanes, 
y la Cumbre UE-Balcanes celebrada los días 23 y 24 de
noviembre en Zagreb ha servido para explicitar que los acuer-
dos de estabilización y asociación que se han iniciado tienen
como perspectiva la adhesión de estos países a la UE. Dichos
acuerdos incluyen la cooperación y la ayuda económica y
financiera, el diálogo político, la armonización con respecto a
la legislación de la UE, la cooperación en otros ámbitos políti-
cos y el libre comercio. Previamente a la firma de estos acuer-
do se hace necesaria una liberalización comercial asimétrica,
cuyo reglamento se aprueba en septiembre, y que se basa en
la supresión de los límites máximos arancelarios aún aplicados
a algunos productos industriales y la mejora de las condiciones
de acceso para los productos agrícolas y pesqueros.
Los jefes de Estado y de Gobierno de Albania, Macedonia,
Bosnia-Herzegovina, Croacia, Yugoslavia y Eslovenia se han
comprometido en esta primera Cumbre UE-Balcanes a inten-
sificar la cooperación regional, previendo el establecimiento
de una zona de libre cambio entre sus territorios, el refuerzo
del diálogo político y una estrecha cooperación en asuntos de
interior y justicia, con el fin de luchar contra el crimen organi-
zado, la corrupción, la inmigración ilegal y el tráfico de seres
humanos.
Macedonia es el primer país en disposición de establecer un
acuerdo de estabilización y asociación, y una vez finalizadas las
negociaciones se rubrica el acuerdo el 23 de noviembre, coinci-
diendo con la celebración de la cumbre de Zagreb. Albania,
que debía iniciar igualmente el proceso, deberá consolidar el
Estado de derecho y acelerar las reformas estructurales y esta-
blecer un proceso electoral regular para acercarse a las estruc-
turas europeas. A diferencia de Albania, el informe de viabili-
dad previo al inicio de las negociaciones sí ha sido favorable en
el caso de Croacia, en especial tras el cambio de gobierno que
ha permitido la aplicación de los compromisos de Dayton y
París, y en el mes de julio se han iniciado las negociaciones del
acuerdo. Las autoridades de Bosnia-Herzegovina también solici-
tan que se lleve a cabo el estudio de viabilidad sobre la apertu-
ra de negociaciones con la UE.
Paralelamente al establecimiento del marco contractual con
los países de los Balcanes Occidentales, el 5 de diciembre el
Consejo aprueba finalmente los reglamentos que simplifican y
aceleran las ayudas de la UE, unificando en una sola base jurí-
dica y en un solo programa las iniciativas actualmente cubiertas
por los Programas Phare y Obnova. La asistencia tiene por
objeto la reconstrucción y la estabilización de la región, el
apoyo a la democracia y al Estado de derecho, la promoción
de los Derechos Humanos y de los derechos de las minorías, y
el desarrollo económico y las reformas orientadas a la econo-
mía de mercado. La dotación prevista para el programa
CARDS (Asistencia Comunitaria para la Reconstrucción, la
Democratización y la Estabilización) se eleva a 4.650 millones
de euros para el período 2000-2006.
Otra de las acciones en materia de ayudas al proceso de
estabilización y asociación es la tercera conferencia de donan-
tes para Europa Sudoriental, auspiciada por la UE y el Banco
Mundial (las dos anteriores se celebraron en 1999). Los
donantes se comprometieron a aportar 2.400 millones de
euros, siendo la mayoría subvenciones, y sólo entre un 20 
y un 30% préstamos. La Comisión Europea se comprometió a
aportar 530 millones de euros del presupuesto comunitario, y
los estados miembros prometieron una cantidad similar. Los
países o territorios a que se hace alusión son Kosovo,
Montenegro (y tras la caída de Milosevic se amplía a toda
Yugoslavia), Bosnia-Herzegovina, Macedonia, Albania, Croacia,
Bulgaria y Rumania.
Por lo que respecta a la situación en Kosovo, la UE reite-
ra que su papel se enmarca en el cumplimiento de la
Resolución 1.244 del Consejo de Seguridad de la ONU, y en
particular la reconstrucción y el retorno de refugiados y des-
plazados. La persistencia de la violencia contra las minorías
en Kosovo y la creciente delincuencia organizada, así como
las dificultades financieras de la Misión de Administración
Provisional de las Naciones Unidas en Kosovo (UNMIK),
hacen plantear a la UE un refuerzo financiero de esta misión
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tribución a la reconstrucción de Kosovo (suministra 30.000
soldados de la Fuerza de Paz para Kosovo (KFOR), 800 poli-
cías civiles y una financiación de 505 millones de euros) esta-
blece un marco jurídico que permitirá subvenciones al
presupuesto de la UNMIK. Este papel se ve reforzado con la
designación del general español Juan Ortuño, jefe del
Euroejército, para asumir el mando de la KFOR, en sustitu-
ción del alemán Klaus Reinhardt. Es la primera vez que el
euroejército se hace cargo de una misión de la OTAN.
Mediterráneo – Oriente Medio
El proceso euromediterráneo (cuyo seguimiento merece
un tratamiento específico en otro apartado de este Anuario)
es objeto de un relanzamiento durante el año 2000, a través
de tres acciones principales: la estrategia común de la UE para
el Mediterráneo adoptada en junio por el Consejo europeo
de Feira, la celebración de la cuarta cumbre euromediterránea
en Marsella en septiembre, y la aprobación del reglamento de
Ayuda Mediterránea (MEDA II) en noviembre.
La nueva estrategia común tiene como objetivo orientar
la política y la actuación de la UE para desarrollar el partena-
riado euromediterráneo, por un lado, y consolidar la paz, la
estabilidad y la seguridad en Oriente Medio una vez se haya
alcanzado un amplio acuerdo de paz, por el otro. Diversas
instituciones europeas, entre ellas el Comité de las Regiones,
el Parlamento Europeo, la Comisión, y el Comité Económico
y Social, se han pronunciado a lo largo del año a favor de la
reactivación de una auténtica política euromediterránea. Las
líneas apuntadas por estas instituciones comprenden: un
refuerzo del papel de los entes locales y regionales en la
cooperación euromediterránea mediante la creación de una
instancia que reuniría a dichos entes de ambas orillas; la
garantía de una financiación adecuada que respete la deci-
sión del Consejo europeo de Cannes de proporcionalidad
entre los fondos destinados a la Europa Central y Oriental y
los destinados a los socios mediterráneos a razón de 5 a 3,5
respectivamente; una mayor atención al respeto de la cláu-
sula sobre Derechos Humanos; y medias eficaces de reduc-
ción o reconversión de la deuda externa de los países
mediterráneos. También se proponen medidas para llegar a
una zona de libre comercio en el 2010, para lo que habrá
que acelerar el proceso de asociación con la consecución de
acuerdos con Argelia, Siria y Líbano, y la entrada en vigor de
los ya acordados con Jordania y Egipto.
La cuarta conferencia euromediterránea, con la ausencia
de Líbano y Siria, reafirmó el objetivo de crear una zona de
libre cambio, y se reconoció cierto avance en el diálogo políti-
co al ampliarlo a nuevos temas como el terrorismo, las migra-
ciones o los intercambios humanos. El nuevo reglamento
MEDA establece un montante financiero de 5.350 millones de
euros para el período 2000-2006, y simplifica y agiliza su
puesta en marcha reduciendo los procedimientos e incremen-
tando su eficacia mejorando la capacidad de programación.
El 1 de marzo entra en vigor el acuerdo con Marruecos,
basado en un diálogo político regular, el establecimiento pro-
gresivo de una zona de libre comercio, disposiciones relativas
a la libertad de establecimiento, liberalización de servicios,
libre circulación de capitales y normas de competencia, así
como el refuerzo de la cooperación económica, una coopera-
ción social completada por una cooperación cultural, y una
cooperación financiera que incluya medios financieros apro-
piados para apoyar a Marruecos en sus esfuerzos de reforma
y de ajuste económico y desarrollo social. En octubre se cele-
bra el primer consejo de asociación, en el que se aborda ade-
más la necesidad de alcanzar un acuerdo de pesca.
En la reunión del Consejo de asociación UE-Túnez, cele-
brada este año, se acuerda la necesidad de reconsiderar los
regímenes de acceso a los mercados agrícolas respectivos y
el pase, por parte de Túnez, a la segunda fase del desmante-
lamiento arancelario en el sector industrial. Si bien se recono-
cieron los esfuerzos de Túnez tanto en materia económica
como de Derechos Humanos, el Parlamento Europeo, en
una postura más crítica, denuncia a lo largo del año diversas
violaciones de los Derechos Humanos y las libertades funda-
mentales, en especial por la represión ejercida contra asocia-
ciones pro-Derechos Humanos.
En junio entra en vigor el acuerdo euromediterráneo de
asociación con Israel y se celebra el primer consejo de aso-
ciación, en el que se establecen como prioridades: la profun-
dización de las relaciones comerciales, el mantenimiento del
elevado nivel de cooperación en el ámbito de la investiga-
ción y la tecnología, la introducción de un diálogo económi-
co estructurado y la definición de elemento de cooperación
industrial. Por lo que respecta a la Autoridad Palestina, en
mayo se celebra la primera reunión del Comité Mixto para
el comercio y la cooperación, instituido por el acuerdo inte-
rino de asociación en materia de comercio y cooperación de
1997. Las conversaciones trataron sobre el libre comercio, la
cooperación aduanera, los intercambios agrícolas, las normas
de origen y los obstáculos al comercio.
El proceso de paz en Oriente Medio fue de nuevo objeto
de especial atención por parte de la diplomacia comunitaria.
Tras la retirada de las tropas israelíes del Líbano, la UE firma
un acuerdo de financiación en apoyo de las reformas econó-
micas en este país en el marco del ajuste estructural, por
valor de 50 millones de euros. Si bien la UE reitera a lo largo
del año su convicción de que existe una auténtica oportuni-
dad para alcanzar un acuerdo de paz, el deterioro de la
situación a partir del mes de octubre, con el estallido de una
segunda intifada, ha empeorado las expectativas creadas
para firmar un acuerdo marco sobre las cuestiones relativas
al estatuto definitivo según los plazos establecidos en el
memorando de Sharm-el-Sheij.
En relación a los países del Consejo de Cooperación del
Golfo Pérsico (CCG), en mayo se celebra la décima reunión
del Consejo Conjunto CCG-UE en la que se aprueban una
serie de recomendaciones con el fin de proseguir la coope-
ración prevista con arreglo al Acuerdo de 1988. Paralela-
mente, los ministros de Exteriores de la UE y de seis países
del CCG (Arabia Saudí, Bahrein, Emiratos Árabes Unidos,
Kuwait, Omán y Qatar) deciden reanudar sus negocaciones
con vistas a la conclusión de un segundo acuerdo basado en
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el libre comercio. La UE expresa su deseo de que los países
del Golfo estén en condiciones de poner en práctica su
unión aduanera antes del 2005, lo que constituye una condi-
ción previa a la entrada en vigor del acuerdo de libre comer-
cio con la UE. 
América Latina
Tras la celebración de la Cumbre UE-América Latina en
Río de Janeiro en junio de 1999, la Comisión presenta las
acciones globales y regionales para asegurar el seguimiento
de los compromisos adoptados en dicha cumbre, y preparar
la próxima, que tendrá lugar en 2002. Define tres campos de
acción prioritarios: la promoción de los Derechos Humanos,
la cooperación en el sector de las tecnologías de la informa-
ción, y la lucha contra las desigualdades sociales. En el mes
de febrero se celebran en Vilamoura (Portugal), las reunio-
nes ministeriales con los diversos grupos de integración la-
tinoamericana en que se estructuran las relaciones UE-
América Latina, a saber, Grupo de Río, Diálogo de San José,
Comunidad Andina y Mercosur.
Grupo de Río: Las partes reafirman su voluntad política de
seguir intensificando sus relaciones económicas y políticas, y se
congratulan por la reciente adhesión de Costa Rica, El Salva-
dor, Guatemala, Honduras, Nicaragua y República Dominicana
al Grupo de Río. Los participantes recuerdan su rechazo a
toda aplicación extraterritorial de las leyes nacionales y reafir-
man su voluntad de seguir colaborando en la elaboración pro-
gresiva de disposiciones nacionales e internacionales sobre la
responsabilidad penal de las personas que han cometido crí-
menes contra la humanidad. También se trata sobre la lucha
contra la droga, el crimen organizado, el terrorismo, el tráfico
de armas de pequeño calibre, la prevención de las catástrofes
desde una perspect iva de desarro l lo sosten ib le ,  y  la
Organización Mundial del Comercio (OMC).
Diálogo de San José: Los participantes confirman su
voluntad de apoyar el refuerzo de las instituciones democrá-
ticas y del Estado de Derecho en Centroamérica, y acogen
con satisfacción los progresos de la integración regional hacia
una unión aduanera, la coordinación de las posiciones co-
merciales y la conclusión de un tratado centroamericano
sobre los intercambios de servicios y las inversiones. Los paí-
ses centroamericanos insistieron en que se amplíe netamen-
te el período de aplicación del régimen especial del sistema
de preferencias generalizadas, con el fin de crear un entorno
más estable para los inversores mientras se define un nuevo
modelo de relaciones económicas futuras con la UE, caracte-
rizado por unos beneficios comerciales recíprocos.
Comunidad Andina: Se estudia la manera de reforzar los vín-
culos políticos, económicos, sociales y culturales entre ambas
regiones, así como la iniciativa de la Comunidad Andina de rea-
lizar consultas para la negociación de un Acuerdo de asociación,
en el que se tendría en cuenta el nivel de desarrollo de los paí-
ses de ambas regiones y las concesiones comerciales actualmen-
te ofrecidas por la Comunidad Europea.
Mercosur: Reunión en la que también participan Chile y
Bolivia. Se presenta un programa de acción en materia de
cooperación política, en que se establecen los principales
ámbitos de la cooperación interregional: la paz y la estabilidad,
la prevención de los conflictos y las medidas de confianza y de
seguridad, la promoción y la protección de los derechos
humanos, la democracia y el Estado de derecho, así como las
acciones convenientes para su aplicación.
Con México tiene lugar la segunda reunión del Consejo
conjunto y una reunión ministerial. Las partes de felicitan por
la finalización de las negociaciones de un acuerdo que prevé la
liberalización progresiva y recíproca del comercio de bienes y
de los contratos públicos de ambas partes y el establecimiento
de un mecanismo de consulta en materia de protección de la
propiedad intelectual y de un mecanismo de resolución de liti-
gios en estos ámbitos. Este resultado viene a sumarse a la ins-
titucionalización del diálogo político y a la extensión de la
cooperación tras la entrada en vigor, el 1 de octubre, del
acuerdo de colaboración económica, coordinación política y
cooperación comercial entre la UE y México.
El Parlamento Europeo emite diversas resoluciones en las
que critica y condena la desestabilización política tanto en
Paraguay como en Perú, reiterando el apoyo a las institucio-
nes democráticas y a la libertad y participación política de sus
ciudadanos. Por su parte, el Consejo renueva su posición
común respecto a Cuba, en defensa de una transición pacífica
hacia una democracia pluralista, el respeto de los Derechos
Humanos y las libertades fundamentales, si bien se declara
favorable a que la UE inicie un diálogo constructivo con Cuba
sobre temas de interés común tanto políticos y económicos
como en lo que se refiere a los derechos civiles. También
Colombia es objeto de especial atención, y en octubre el
Consejo adopta unas conclusiones sobre el proceso de paz,
en las que recuerda el apoyo político de la UE a los esfuerzos
iniciados por el presidente Pastrana y precisa igualmente que
la UE pondrá en marcha un programa europeo de apoyo
socioeconómico e institucional al proceso de paz.
Asia
La Cumbre Asia-Europa, celebrada los días 20 y 21 de octu-
bre en Seúl, reúne a los jefes de Estado o de gobierno de la
UE, de los siete países de la Asociación de Naciones del
Sudeste Asiático (ASEAN) -Brunei, Indonesia, Malasia, Filipinas,
Singapur, Tailandia y Vietnam-, así como de China, Japón y
Corea del Sur. En ella se establece un marco de cooperación
que define para los próximos diez años la visión y los princi-
pios, objetivos, prioridades y mecanismos del proceso ASEM
(Cumbre Asia-UE). Las partes discuten sobre cuestiones políti-
cas y de seguridad regionales y globales, del refuerzo de la coo-
peración en materia económica y financiera, y de la promoción
de la cooperación en otros aspectos como los sociales y cultu-
rales. En el plano político, se abordan diversas cuestiones re-
gionales y globales, así como la cuestión de los Derechos
Humanos y la lucha contra el crimen transnacional.
En diciembre se celebra en Vientiane (Laos) el encuentro
UE-ASEAN, el primero en tres años. Se discute en profundi-
dad la situación política en Myanmar y en Indonesia. En mate-
ria económica, la UE alienta a los países de la ASEAN a
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proseguir la restructuración del marco reglamentario en los
sectores económico y financiero. Los países de la ASEAN
solicitaron una mayor cooperación con la UE, y se decide
identificar los sectores potenciales con vistas a compartir
experiencias para abordar los desafíos de la globalización,
incluidos sus aspectos políticos, económicos, sociales y cultu-
rales. La UE participa previamente en el foro regional de 
la ASEAN, en el que se firman los protocolos relativos a la
ampliación del Acuerdo de Cooperación entre la Comunidad
Europea y la ASEAN a Camboya y Laos. Dicho foro se apro-
vecha para mantener contactos con Corea del Norte, y
expresar al gobierno de este país el apoyo de la UE al proce-
so de aproximación intercoreano, y el deseo de contribuir a
la modernización de la economía norcoreana, mediante el
refuerzo de las posibilidades de mejora de acceso de Corea
del Norte al mercado europeo, y la puesta en marcha de
medidas preparatorias ante posibles acciones de asistencia
técnica en beneficio de las poblaciones más necesitadas.
Desde el informe de 1998 sobre la creación de una aso-
ciación global con China, el balance de las relaciones de la UE
con el gigante asiático ofrece como resultado que su ámbito
de desarrollo futuro sigue siendo aún considerable. El diálogo
entre la UE y China ya se ha ampliado a la seguridad regional,
los Derechos Humanos y a las cuestiones económicas y co-
merciales, y debería incluir en el futuro sectores en los que
ambas partes tienen interés por intercambiar opiniones y
desarrollar la cooperación, como el tráfico ilegal de estupefa-
cientes, la delincuencia organizada, el blanqueo de dinero y la
inmigración ilegal. En mayo se firma el Acuerdo bilateral entre
la CE y China relativo a la adhesión de China a la OMC, el
cual afecta esencialmente a las telecomunicaciones, los segu-
ros, los monopolios estatales sobre la comercialización, los
productos industriales, los vehículos motorizados, la distribu-
ción, la agricultura, así como las medidas horizontales; otras
aperturas se refieren a los bancos, el turismo, los servicios
jurídicos, la contabilidad, la arquitectura y la investigación.
En materia política, sin embargo, la UE reitera en diversas
ocasiones su preocupación por las continuas restricciones de
las libertades fundamentales, especialmente las de reunión, 
de expresión y de asociación, así como el recurso frecuente a
la pena de muerte, y la represión contra las disidencias políti-
cas, los seguidores de la secta Falung Gong y las minorías, en
especial la tibetana. El Consejo insta una vez más a China a
ratificar los pactos sobre derechos económicos, sociales y cul-
turales de la ONU que firmó en octubre de 1997 y sobre
derechos civiles y políticos que firmó en octubre de 1998. El
Parlamento europeo, por su parte, va más lejos y expresa que,
si en un plazo de tres años las autoridades de Beijing y el
Gobierno tibetano en el exilio no llegaran a un acuerdo sobre
un nuevo estatuto para el Tibet, los Gobiernos de los estados
miembros deberían reconocer al Gobierno tibetano en el exi-
lio como legítimo representante del pueblo tibetano.
La tercera cumbre Europa-China, celebrada el 23 de octu-
bre en Beijing aborda los principales temas de preocupación
en las relaciones entre ambas partes: la cuestión de los
Derechos Humanos y la ratificación de los convenios de la
ONU por China, la próxima adhesión de China a la OMC, el
tráfico de seres humanos y la inmigración ilegal.
Por lo que respecta al otro gigante asiático, la India, tiene
lugar en junio de 2000 la primera cumbre UE-India. Las dos
partes analizan todos los temas de interés común, como la
protección del medio ambiente, el respeto de los Derechos
Humanos, la lucha contra el terrorismo internacional o la no
proliferación nuclear. En el plano económico, la India y la UE
acuerdan examinar todos los obstáculos a los intercambios
comerciales e inversiones en India. El resultado más impor-
tante es el acuerdo sobre una mejor cooperación en el
ámbito de la OMC, en donde se perfila una mayor conver-
gencia de puntos de vista.
Se firma con Bangladesh un Acuerdo de Cooperación, que
sustituye al anterior acuerdo de cooperación comercial de
1976 y refuerza algunos aspectos con el fin de apoyar el desa-
rrollo económico y social sostenible, desarrollar el comercio
bilateral y los vínculos económicos, técnicos y culturales.
Facilita también la promoción de las inversiones extranjeras
en dicho país.
Las crisis políticas que viven diversos países asiáticos
como Afganistán, Indonesia, Myanmar, Sri Lanka, y Timor
Oriental son objeto de una atención particular por parte de
las distintas instituciones comunitarias.
La UE reitera su apoyo a la Misión Especial de la ONU en
Afganistán, y afirma su voluntad de promover el respeto de
los Derechos Humanos, en particular de las mujeres, de las
libertades fundamentales y del Derecho humanitario. La UE
exige a todas las partes afganas que se abstengan de financiar,
formar o acoger a organizaciones terroristas, e insta a los tali-
bán a que acaten plena y urgentemente la Resolución 1.267
del Consejo de Seguridad de la ONU. En consecuencia, la UE
establece sanciones al régimen afgano, en particular la prohibi-
ción de vuelos, la congelación de capitales y otros recursos
financieros de los talibán.
Por lo que respecta a Indonesia, la Comisión adopta en
febrero una comunicación sobre el “Desarrollo de las rela-
ciones entre Indonesia y la UE”. Tras analizar los cambios
producidos en Indonesia durante los dos últimos años, la
Comisión propone establecer con este país relaciones más
estrechas basadas en los siguientes objetivos fundamentales:
a) el establecimiento de un diálogo político intenso;
b) el refuerzo de sus relaciones comerciales y el apoyo al
proceso de reestructuración de la economía indonesia; 
c) la contribución al desarrollo sostenible de Indonesia.
La persistente represión de los derechos civiles y políti-
cos en Myanmar obliga al Consejo a prorrogar la posición
común de octubre de 1999 de sanciones al régimen militar e
introduce medidas adicionales como el establecimiento de
un embargo sobre los equipos que se puedan utilizar con
fines de represión interna o terrorismo, el refuerzo del régi-
men de visados designando nominativamente a las personas
interesadas, y la congelación de los fondos que las citadas
personas posean en el extranjero.
La inquietante presencia de millares de refugiados de
Timor Oriental en la parte occidental de la isla, y las activida-
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des de las milicias son objeto de unas conclusiones del
Consejo, en las que afirma la voluntad de la UE de ayudar a
la reconstrucción rápida del país, así como la necesidad de
crear una estructura administrativa independiente, esencial
para asentar un Estado de derecho e instaurar normas
democráticas, con la perspectiva de la independencia del
país. Prueba de ello es la destacada ayuda financiera comuni-
taria (60 millones de euros para los próximos tres años) y la
celebración de la tercera conferencia de donantes interna-
cionales de ayuda a Timor Oriental , organizada por la
Comisión, que ha reunido a los representantes de la admi-
nistración transitoria de Timor Oriental, del Banco Mundial,
de la Comisión, de los estados miembros de la UE, y de
otros donantes y ONG.
Estados Unidos, Japón y 
otros países industrializados
Durante el año 2000 se celebran dos cumbres UE-Estados
Unidos, la primera en marzo en Queluz (Portugal) y la segunda
en diciembre en Washington. Como resultado de ambos
encuentros, y a pesar de algunos desacuerdos existentes en su
relación comercial, las partes reafirman su voluntad de intensifi-
car la relación transatlántica, basada en valores comunes, y una
asociación que promueva la paz, la estabilidad y la democracia
en todo el mundo. Se abordan diversos temas de interés
común, en especial sobre cuestiones internacionales, la defensa
europea, se adoptan declaraciones comunes sobre la organiza-
ción de una próxima ronda de negociaciones de la OMC, la
transparencia de las exportaciones de armas, la importancia del
consumidor sobre el comercio electrónico, la ayuda al desarro-
llo y el recalentamiento del planeta. Especial atención merece la
voluntad de cooperar activamente para combatir las enfermeda-
des infecciosas en África, una iniciativa que se ha desarrollado
en la reunión del G-8 celebrada en Okinawa. Esta iniciativa con-
templa el aumento de los fondos públicos y privados para la
lucha contra las tres enfermedades más mortales del continente
africano (sida, malaria y tuberculosis), la facilitación de la entrega
de medicamentos y vacunas en estos países, y la ayuda a los
estados más endeudados de África, a fin de que creen sistemas
sanitarios más efectivos para luchar contra estas epidemias, así
como para instaurar campañas de prevención eficaces.
Por primera vez, en el año 2000 se celebra una reunión
trilateral entre los Estados Unidos, la UE y Rusia. Como
resultado de esta reunión las partes han acordado la necesi-
dad institucionalizar encuentros trilaterales a nivel ministerial.
En julio se celebra en Tokio la novena cumbre UE-Japón,
en que se adopta una declaración común que esboza el futu-
ro de las relaciones bilaterales, y se anuncia la adopción de
un nuevo documento político y de un plan de acción en la
próxima cumbre, que se celebrará en 2001. Se definen los
ámbitos en los que se debe desarrollar la cooperación de
ahora en adelante: la promoción de la paz y la seguridad
(proseguir los esfuerzos con vistas a la aproximación entre
las dos Coreas, los trabajos de rehabilitación de las autorida-
des locales y la administración provisional de la ONU en
Timor Oriental, así como la cooperación en los Balcanes); el
refuerzo de su asociación económica (el Japón y la Unión
Europea se congratulan, entre otras cosas, por la conclusión
de las negociaciones para el Acuerdo de cooperación en el
ámbito de la competencia); los desafíos globales (acentuar
sus esfuerzos para la conclusión de un acuerdo de coopera-
ción en el ámbito nuclear civil entre Japón y Euratom); y la
aproximación de las personas y las culturas (promover los
intercambios de estudiantes, investigadores y artistas).
Dos cumbres y una reunión ministerial tiene lugar en el
año 2000 entre la UE y Canadá. En estos encuentros, las
partes acordaron estrechar sus relaciones, ya privilegiada, en
los ámbitos siguientes: prevención de conflictos violentos,
adoptándose una declaración común sobre seguridad y
defensa, y mencionándose una posible participación de
Canadá en operaciones de mantenimiento de la paz realiza-
das por las futuras fuerzas comunitarias; un nuevo acuerdo
sobre la enseñanza superior y formación; y reforzar la coo-
peración en justicia y asuntos de interior, ayuda al desarrollo,
cultura y tecnología de navegación por satélite.
En mayo se celebra el encuentro UE-Nueva Zelanda, en
que se abordan las relaciones bilaterales y asuntos relativos a
la UE, su ampliación, su reforma institucional, la política
europea de defensa y de seguridad, así como las relaciones
de la UE con la OTAN. También se trataron la situación en
Timor Oriental y Kosovo, las relaciones Taiwán-China y las
negociaciones en el marco de la OMC. Los diversos contac-
tos mantenidos con Australia también han permitido abordar
temas de coyuntura internacional de interés común, como el
papel de la UE en Asia, la situación en Timor Oriental e In-
donesia y los Derechos Humanos. Los participantes exami-
nan las perspectivas de cooperación en el ámbito de la
educación, la nueva ronda de negociaciones comerciales
multilaterales y el protocolo sobre bioseguridad.
Del 21 al 23 de julio tiene lugar en Okinawa la 26ª
Cumbre Económica Occidental, a la que asisten los Jefes de
Estado o de Gobierno de Alemania ,  Canadá, Estados
Unidos, Francia, Italia, Japón, Reino Unido y Rusia, así como
Romano Prodi, presidente de la Comisión. Los participantes
adoptan declaraciones sobre la sociedad global de la infor-
mación, los conflictos regionales y la península coreana, así
como una declaración final en la que definen una serie de
prioridades para afrontar los desafíos del siglo XXI y, en par-
ticular, el desafío de la mundialización, que implica el aumen-
to de la exc lus ión.  También se ana l iza la  pol í t ica de
desarrollo y la cuestión de la reducción de la deuda de los
países pobres. Anuncian una nueva estrategia de lucha con-
tra las enfermedades infecciosas, así como su intención de
lanzar una nueva asociación con los países no pertenecientes
al G-8, la sociedad civil, los sectores privados y las ONG. Se
comprometen a intensificar sus esfuerzos con objeto de lan-
zar rápidamente una nueva ronda de negociaciones en el
marco de la OMC. Por otra parte, afirman de manera coor-
dinada la importancia de actuar con firmeza contra la delin-
cuencia organizada, la financiera, el blanqueo de dinero y el
tráfico de droga. También discuten sobre el medio ambiente,
la seguridad alimentaria, la biotecnología, el genoma humano
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o el envejecimiento de la población. Por último, reafirman su
voluntad de luchar en favor de la prevención y la eliminación
de los conflictos en el mundo, así como del mantenimiento del
régimen de no proliferación de armas de fuego y misiles.
Comunidad de Estados Independientes
La elección del nuevo presidente ruso Vladímir Putin en el
mes de abril es recibida por parte de la UE con la esperanza
de que pueda permitir una reactivación de las relaciones
entre la UE y Rusia y el desarrollo de una verdadera asocia-
ción estratégica. En el mes de mayo se celebra una cumbre
UE-Rusia en la que el presidente Putin presenta sus planes de
reformas económicas destinadas a la consecución de un creci-
miento duradero, la solución progresiva de los problemas
sociales más urgentes, así como a una integración comple-
mentaria de Rusia en la economía mundial. Las prioridades de
la estrategia común de la UE son reforzar el diálogo político,
promover la no proliferación nuclear e intensificar la coopera-
ción en cuanto a lucha contra la delincuencia organizada. Por
parte de Rusia, las prioridads en sus relaciones con la UE con-
tinúan siendo el incremento del comercio y las inversiones
procedentes de Europa, la mejora de la cooperación científica
y tecnológica, la lucha contra la delincuencia y los contactos
en el ámbito de la política exterior y de seguridad común de
la UE. Rusia reitera su gran interés por la reciente evolución 
y las perspectivas de la nueva política europea de seguridad y
de defensa, y la UE expresa su deseo de conseguir una mayor
convergencia de sus intereses con los de Rusia. 
En una segunda cumbre celebrada en octubre se analizan
las relaciones económicas, estimando necesario el desarrollo
de los intercambios y una aproximación de las legislaciones,
así como la adhesión de Rusia a la OMC. También se abor-
dan las relaciones energéticas, aprobando un refuerzo de la
cooperación para abordar cuestiones como el ahorro ener-
gético, la racionalización de las infraestructuras de produc-
ción y transporte, y la lucha contra el crimen organizado. Por
lo que respecta a este último tema, en el mes de marzo se
aprueba una estrategia común para luchar contra la delin-
cuencia organizada, con el fin de promover la cooperación
con Rusia en el ámbito el ámbito judicial, así como en la apli-
cación del Derecho. El Consejo de cooperación UE-Rusia
señala un gran número de problemas comerciales bilaterales
pendientes, abordándose en especial los referidos a los
ámbitos de las bebidas alcohólicas y vinos, derechos de pro-
piedad intelectual y servicios financieros. Por otra parte, el
Consejo de cooperación aprueba un plan de acción conjun-
to para luchar contra la delincuencia organizada. A nivel con-
tractual, se firma un acuerdo de cooperación CE-Rusia en
materia de ciencia y tecnología, que alcanza hasta el 2002 y
abarca temas como la investigación en medio ambiente 
y clima, la salud, la agricultura, las técnicas industriales y de
producción, la sociedad de la información, la formación y la
movilidad de los investigadores.
El conflicto de Chechenia es objeto a lo largo del año de
especial atención en el marco de las relaciones entre la UE y la
Federación Rusa. Tanto el Parlamento, el Consejo como el
Consejo europeo se han pronunciado en el sentido de que
Rusia debía respetar sus compromisos sobre Chechenia, y en
especial abandonar el recurso a la fuerza militar, permitir que
las violaciones de los Derechos Humanos sean objeto de
investigaciones independientes, dejar que las organizaciones
internacionales competentes y los observadores cumplan libre-
mente su misión, y emplearse en la búsqueda de una solución
política. Si bien no se impugna el derecho de Rusia a preservar
su integridad territorial, se subraya que tiene el deber de ges-
tionar la crisis respetando plenamente las obligaciones que le
incumben en virtud del derecho humanitario internacional.
El cambio de gobierno en Ucrania, con la elección del
primer ministro Yushchenko supone un cambio de orienta-
ción de las relaciones con la UE, expresando este país que
su prioridad es la integración en la UE, tal como se anuncia
en la reunión del consejo de cooperación UE-Ucrania del
mes de mayo. La cumbre UE-Ucrania celebrada en septiem-
bre refuerza esta posición, y se analizan diversas cuestiones
sobre la cooperación económica, y en materia de justicia e
interior, con el firme compromiso de reforzar estas relacio-
nes. La UE solicita una intensificación de las reformas, en
particular en los ámbitos de la fiscalidad, el comercio, la
energía, la agricultura y las privatizaciones, y expresa su dis-
posición a apoyar estas reformas. Destacan las conversacio-
nes sobre las condiciones para una posible instauración, a
largo plazo, de una zona de libre comercio entre la UE y
Ucrania, así como sobre la adhesión de este país a la OMC,
supuesto que apoya la UE. Por último, la UE ha confirmado
los compromisos asumidos en relación al cierre de la central
nuclear de Chernobil, y las ayudas para financiar el desarrollo
de otras capacidades energéticas y otros proyectos en el
sector de la energía.
Los diversos contactos bilaterales mantenidos en el año
2000 con Moldova, así como la sesión del consejo de coope-
ración con este país, han permitido analizar la importancia de
las profundas reformas emprendidas tanto a nivel político
como, sobre todo, de carácter económico, con el fin de res-
taurar la confianza en el restablecimiento de las condiciones
para una plena cooperación con las entidades financieras inter-
nacionales. Moldavia solicita además convertirse en miembro
permanente del pacto de estabilidad para Europa del Sudeste.
Por lo que respecta a los países del Asia Central, el
Consejo aprueba un proyecto de plan de acción en materia
de drogas en la región, el objetivo del cual es proporcionar
un marco de actuación entre la UE y cinco países de Asia
Central: Kazajstán, Kirguizistán, Tadzhikistán, Turkmenistán y
Uzbekistán, con el fin de luchar eficazmente contra la droga. 
A nivel bilateral, se celebran los consejos de cooperación
con Kazajstán y Kirguizistán. En el primer caso, además de
constatar el avance logrado hacia una economía de mercado,
la puesta en práctica de un programa de estabilización del
FMI y el éxito de las negociaciones de adhesión a la OMC,
las partes se comprometen a cooperar estrechamente en la
puesta en marcha de proyectos en el marco del plan de
acción de la UE de lucha contra la droga en Asia Central.
Con Kirguizistán se establecen las prioridades de la coopera-
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ción para el período 2000-2001: mejorar el clima empresa-
rial, concluir las negociaciones para la adhesión a la OMC,
desarrollar las instituciones democráticas, e instaurar unas
elecciones libres y cooperar en la lucha contra el tráfico de
estupefacientes en Asia Central. En ambos casos, la UE reite-
ra la necesidad de respetar los Derechos Humanos y los
principios democráticos como condición previa para crear
un clima comercial favorable a las inversiones. Por lo que
respecta a Tadzhikistán, la UE hace extensiva a este país la
ayuda financiera excepcional existente con Armenia y Geor-
gia, en forma de préstamos a largo plazo (por un importe
máximo de 75 millones de euros) y de subvenciones a fondo
perdido (por un importe máximo de 35 millones de euros)
para apoyar los esfuerzos de reforma del Gobierno orienta-
dos al progreso económico, a reducir la pobreza y a consoli-
dar el proceso de paz en curso.
Los países del Cáucaso Georgia, Armenia y Azerbaidhzán
celebran las reuniones de sus respectivos consejos de coopera-
ción con la UE. En el caso de Georgia, se analiza la necesidad
de desarrollar las relaciones comerciales y reforzar las institu-
ciones democráticas, en especial un mejor acceso al sistema
judicial y la protección de las libertades individuales. En materia
económica se aborda el proceso de privatización en los secto-
res de la energía, los transportes y las telecomunicaciones. El
Consejo de cooperación UE-Armenia aborda tres temas bási-
camente: el refuerzo de las instituciones democráticas, el desa-
rrollo de un marco jurídico apropiado en materia de comercio
y de inversión con vistas a acelerar el proceso de adhesión a la
OMC y la lucha contra la corrupción, y el cierre de la central
nuclear de Medzamor previsto para el 2004. Por último, con
Azerbaidzhán se hace hincapié en la necesidad de garantizar la
libertad de expresión, la de los medios de comunicación y las
elecciones libres. Se ha insistido igualmente en la lucha contra
la corrupción y la reforma del aparato judicial. Azerbaidzhán ha
solicitado a la UE que respalde su candidatura a la OMC.
La Comisión europea presenta este año las líneas genera-
les de una nueva estrategia de la UE relativa a la seguridad
nuclear en los países de Europa Central y Oriental y en los de
la antigua Unión Soviética. Esta estrategia consiste en ayudar 
a los países aumentando la seguridad operativa, cerrando y
desmantelando cuanto antes los reactores que no pueden
modificarse para alcanzar un nivel de seguridad aceptable
internacionalmente a un coste razonable y sustituyéndolos
por fuentes de energía alternativa, al tiempo que se mejora el
rendimiento energético y se modernizan las centrales nuclea-
res de diseño más reciente. En los países de la antigua Unión
Soviética la estrategia consiste en desarrollar una "cultura de
seguridad" en los órganos reguladores en materia nuclear y
los operadores nucleares. La Comisión prevé eventualmente
conceder préstamos Euratom para cofinanciar inversiones
destinadas a mejorar la seguridad nuclear.
Países ACP (África-Caribe-Pacífico)
El 23 de junio se firma en Cotonou, Benín, el nuevo
Acuerdo de Asoc iac ión ACP-UE que sust i tuye a l  IV
Convenio de Lomé. El nuevo acuerdo introduce un cambio
fundamental en las relaciones entre los estados ACP y la
Comunidad y sus estados miembros, y se rige para un perío-
do de 20 años. El acuerdo se apoya en cinco pilares interde-
pendientes: dimensión política global, estímulo de enfoques
participativos, orientación reforzada hacia el objetivo de
reducción de la pobreza, instauración de un nuevo marco de
cooperación económica y comercial, y reforma de la coope-
ración financiera. El objetivo de una buena gestión de los
asuntos públicos, consagrado como elemento fundamental
del acuerdo, viene a reforzar el del respeto de los Derechos
Humanos, de los principios democráticos y del Estado de
derecho, considerados siempre como elementos esenciales
de la asociación. La política comercial experimenta también
una importante evolución orientada hacia las iniciativas de
integración regional en los países en cuestión, que negocia-
rán acuerdos comerciales con la Comunidad. Estos pactos
deberían favorecer la integración de los países en desarrollo
en la economía mundial, un aumento de la producción, una
nueva dinámica comercial y un estímulo de la inversión
garantizando la plena conformidad con las disposiciones de
la OMC. El acuerdo de asociación implica, por otra parte,
disposiciones relativas a la cooperación en los ámbitos vincu-
lados al comercio. A nivel financiero, se agruparon y raciona-
l izaron los instrumentos y la total idad de los recursos
disponibles (13.500 millones de euros) a título del Fondo
Europeo de Desarrollo (FED) y pasan ahora por dos instru-
mentos: una asignación destinada a la concesión de subven-
ciones y otra destinada a proporcionar capital-riesgo y
préstamos al sector privado. Por lo que se refiere a los
socios, seis estados insulares del Pacífico son admitidos
como nuevos miembros del grupo de los países ACP: las
Islas Cook, la República de Nauru, la República de Palau, la
República de las Islas Marshall, Niue y los Estados federados
de Micronesia, lo que eleva a 77 el número de países miem-
bros del grupo ACP. No es aceptada Cuba, que había solici-
tado su admisión.
Paralelamente se han seguido celebrando los encuentros
regulares ACP-CE, tanto de la Asamblea Paritaria como del
Consejo de Ministros. Además de abordar cuestiones rela-
cionadas con el nuevo acuerdo de Cotonou, se analizan
temas concretos, como un mejor acceso a los medicamentos
en los países en desarrollo, especialmente para luchar contra
el sida, o sobre los debates en relación con la solicitud de
excepción solicitada ante la OMC para el mantenimiento de
un régimen comercial preferencial durante ocho años.
Este año se adopta un nuevo Programa Europeo de
Reconstrucción y Desarrollo (PERD) para Sudáfrica. El ante-
rior, en vigor desde 1996 expiró a finales de 1999. El objeti-
vo de l  nuevo programa es contr ibu i r  a l  desarro l lo
económico y social duradero y armonioso de Sudáfrica, inte-
grarlo en la economía mundial y consolidar las bases de una
sociedad democrática y de un Estado de derecho dentro de
un respeto pleno y total de los Derechos Humanos y las
libertades fundamentales. La dotación financiera para la eje-
cución de este programa asciende a 885,5 millones de euros
para el período 2000-2006.
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Comores, Côte d’Ivoire, Fiji y Haití son objeto de consul-
tas en base al artículo 366 bis del Convenio de Lomé (actual
artículo 96 del Acuerdo de Cotonou), con diversos resulta-
dos. A raíz del golpe de Estado militar en Comoras de abril
de 1999, el Consejo adopta medidas con el fin de apoyar el
proceso de transición a la democracia, que incluyen el esta-
blecimiento de un calendario para la celebración de eleccio-
nes libres y la posibilidad de que la UE revise su posición en
función de la situación política y del cumplimiento por parte
de las autoridades de su compromiso de restablecer la
democracia. En el mismo sentido se pronuncia el Consejo
tras el golpe de Estado en Côte d’Ivoire de diciembre de
1999, precisando algunas orientaciones destinadas a apoyar
la transición a la democracia. Sin embargo, si se constatara
que no se ha producido un retorno rápido y completo a un
orden constitucional democrático, la Comisión presentará al
Consejo una nueva propuesta sobre medidas complementa-
rias que deberán adoptarse. En el caso de Haití, la Comisión
propone una revisión de la política de cooperación, lo que
implica la anulación o suspensión de parte de la ayuda a títu-
lo del octavo FED, así como la reorientación de otra parte
hacia proyectos en beneficio directo de la población haitiana
y en apoyo al proceso de democratización. 
Los días 3 y 4 de abril se celebra en El Cairo la primera
cumbre entre la UE y África, desarrollada bajo los auspicios
de la Organización para la Unidad Africana (OUA) y la UE,
Reúne a los jefes de Estado o de Gobierno de 52 países afri-
canos y de los 15 estados miembros de la UE. La cumbre
tiene por objetivo reforzar los vínculos existentes entre Áfri-
ca y la UE y dar una nueva dimensión estratégica a su asocia-
ción. Los debates giran en torno a tres temas convenidos
por las partes: aspectos económicos y sociales, aspectos
políticos, y cuestiones relativas al desarrollo. Una vez con-
cluidos éstos, los participantes en la conferencia adoptan una
Declaración y un plan de acción. La Declaración destaca, en
especial, la importancia de la cooperación e integración eco-
nómicas regionales, así como la necesidad de que África se
integre en la economía mundial, en concreto por lo que res-
pecta al comercio y a la reducción de la deuda. Fomenta
también el refuerzo de los Derechos Humanos, la democra-
cia, la buena gestión de los asuntos públicos, el Estado de
derecho, la consolidación de la paz, la prevención, gestión y
resolución de los conflictos, así como el desarrollo sostenible
de África, en part icular por lo que respecta al medio
ambiente, la educación y la sanidad. La próxima cumbre
Europa-África está prevista para 2003 durante la presidencia
griega, y Portugal se ha ofrecido a acogerla.
Política de desarrollo
La eficacia de la política de cooperación al desarrollo, su
coherencia con otras políticas comunitarias y la coordinación
entre la UE y los distintos países miembros son los principales
elementos de análisis con vistas a la reforma de la política de
desarrollo requerida desde distintos sectores e instituciones
de la Unión a lo largo del año. La Comisión presenta los ele-
mentos de un programa marco comunitario relativo a la polí-
tica de desarrollo de la Comunidad, que consisten en vincular
las dimensiones política, comercial y de desarrollo, garantizar
la coherencia y la coordinación de la acción de la Comunidad
con la de los estados miembros en el marco internacional y
mejorar la puesta en práctica de sus acciones. Subrayando la
importancia de volver a orientar la política de desarrollo de la
Comunidad hacia la reducción de la pobreza, la Comisión
selecciona seis ámbitos prioritarios en los cuales la acción de
la Comunidad puede aportar valor añadido: el comercio para
el desarrollo; la integración y la cooperación regionales; el
apoyo a las políticas macroeconómicas; los transportes; la
seguridad alimentaria y el desarrollo rural sostenible; el refuer-
zo de las capacidades institucionales, la buena gestión de los
asuntos públicos y el Estado de Derecho.
En noviembre el Consejo describe los objetivos que deben
guiar la política comunitaria y los medios previstos para alcan-
zarlos. Para reducir y eliminar la pobreza, utilizando estrategias
adaptadas a cada país y mediante el refuerzo de la democracia,
consolidación de la paz, e integración de los países en desarro-
llo en la economía mundial, la Comunidad se concentrará en
diversos ámbitos entre los que destaca el vínculo entre comer-
cio y desarrollo, el apoyo a las políticas macroeconómicas, los
transportes y la seguridad alimentaria. También se prestará
atención a una mejor coherencia de la política de desarrollo,
así como a una mayor coordinación con los programas de los
estados miembros y otros donantes.
Por lo que respecta a la eficacia y coherencia la Comisión
adopta una comunicación titulada “Reforma de la gestión de
la ayuda comunitaria”, en la cual pretende: reducir sustancial-
mente el plazo de aplicación de los proyectos aprobados;
mejorar considerablemente la calidad de la gestión de los
proyectos; adaptarlos mejor a las necesidades; prever proce-
dimientos de gestión fiables y conformes con las mejores nor-
mas internacionales; y mejorar la repercusión y la difusión de
la ayuda comunitaria. Con objeto de poner en práctica esta
reforma, la Comisión recomienda, entre otras acciones: una
revisión completa de la programación de la ayuda exterior, a
fin de garantizar la uniformidad y la conformidad con los obje-
tivos y las prioridades de las políticas de la UE; la creación de
un único órgano encargado de la ejecución de los proyectos
("Europeaid") para suceder al Servicio Común de Relaciones
Exteriores; y una descentralización notable de la gestión de
los proyectos en favor de las delegaciones de la Comisión.
Para mejorar la coordinación entre la CE y los países miem-
bros, la Comisión recomienda aumentar los intercambios de
información, mejorar la armonización de las estrategias de
intervención de la Comisión y los estados miembros, y dar
mayor relevancia al papel del país asociado en la coordinación.
En este sentido, el Consejo presenta una serie de recomenda-
ciones en las que insta a la Comisión y a los estados miembros
a que aprovechen plenamente las posibles complementarieda-
des, país por país y sector por sector; que armonicen sus docu-
mentos de estrategias teniendo en cuenta la lucha contra la
pobreza; que definan los obstáculos que impiden una utilización
más frecuente de la cofinanciación y que formulen propuestas
operativas encaminadas a superarlos; que intensifiquen la coor-
205
EVOLUCIÓN DE LA INTEGRACIÓN EUROPEA
dinación de la ayuda humanitaria; y que refuercen de manera
recíproca el intercambio de información. Por lo que respecta al
cometido de los países asociados, el Consejo destaca la impor-
tancia del respaldo al refuerzo de sus capacidades para asumir
las responsabilidades en la definición de las estrategias y los
programas de desarrollo. También recomienda un papel más
activo de la Comisión y los estados miembros en los mecanis-
mos de coordinación en las instituciones de Bretton Woods y
en la ONU, para contribuir a la eficacia de estos mecanismos 
y aumentar la influencia y la visibilidad de la UE.
En materia de integración del medio ambiente y del desa-
rrollo sostenible en la política de cooperación económica y
para el desarrollo de la UE, la Comisión adopta una comunica-
ción en la que apunta elementos para una estrategia general, y
destaca que los programas de cooperación de la UE sobre
economía y desarrollo deberían apoyar los esfuerzos de estos
países por proteger su propio entorno y el medio ambiente
común del planeta. La Comisión hace especial referencia a los
principales convenios medioambientales de la ONU sobre el
cambio climático, la biodiversidad y la desertificación, y al
papel que pueden desempeñar los países en desarrollo con
relación a estas cuestiones medioambientales en el plano mun-
dial. La Comisión constata que la financiación comunitaria
dedicada específicamente al medio ambiente es reducida si se
compara con el conjunto de las ayudas comunitarias, y que el
reto principal lo constituye el refuerzo sistemático de la inte-
gración de las consideraciones medioambientales en el empleo
de toda la ayuda comunitaria.
Para paliar este déficit, en el año 2000 se aprueban dos
reglamentos que establecen sendos marcos financieros. El
primero, para favorecer la plena integración de la dimensión
ambiental en el proceso de desarrollo de los países en desa-
rrollo, con una dotación de 93 millones de euros para el
período 2000-2006, pretende que se elaboren políticas y
estrategias orientadas hacia un desarrollo sostenible sobre
cuestiones medioambientales como la gestión de la energía,
el uso de productos tóxicos y químicos, los recursos de agua
dulce o la desertificación. El segundo reglamento, sobre con-
servación y gestión sostenible de los bosques tropicales y de
otro tipo en los países en desarrollo, y con una dotación de
249 millones de euros también para el período 2000-2006,
pretende que se otorgue una mayor prioridad a los bosques
en las políticas nacionales y la política comunitaria de desa-
rrollo, favoreciendo la producción y utilización de la madera,
e integrando a las poblaciones locales en la elaboración de la
política forestal.
Los cambios climáticos son también objeto de unas con-
clusiones del Consejo en las que, subrayando los nefastos
efectos que estos cambios tienen especialmente para los paí-
ses en desarrollo, recuerda que este problema es parte inte-
grante de la polít ica de desarrollo de la UE, siendo el
primero objetivo la creación de sinergias entre las acciones
de lucha contra la pobreza y de lucha contra los cambios cli-
máticos. Consecuentemente, en la sexta conferencia del
convenio-marco sobre cambios climáticos celebrada en La
Haya del 13 al 24 de noviembre, la UE y los países en desa-
rrollo (Grupo de los 77) hicieron fracasar las negociaciones
que debían definir las reglas y modalidades de aplicación del
protocolo de Kyoto, al negarse a aceptar, como querían los
Estados Unidos, Canadá, Australia, Noruega, Nueva Zelanda
y Japón, que los bosques y tierras agrícolas, calificadas de
“pozos de carbono”, puedan ser contabilizados en la realiza-
ción de los objetivos de reducción de las emisiones de gas
de efecto invernadero y reducir así los esfuerzos efectivos
realizados por los países industrializados para contribuir a la
lucha contra el recalentamiento del planeta.
La lucha contra las enfermedades transmisibles y en espe-
cial el VIH/sida ha sido objeto de especial atención. La
Comisión adopta en septiembre una comunicación en la que
describe el dispositivo que se aplicará para luchar contra la
propagación y la incidencia creciente del VIH/sida, del palu-
dismo y de la tuberculosis en los países en desarrollo.
Incluirá tres grandes ejes de actividades específicas: lograr un
impacto óptimo de las intervenciones, los servicios, y los
productos básicos ya disponibles en el marco de la lucha
contra las principales enfermedades contagiosas que afectan
a las poblaciones más pobres; hacer más accesibles los pre-
cios de los medicamentos por medio de un enfoque global y
sinérgico a escala mundial; y aumentar la inversión en la
investigación y el desarrollo de bienes mundiales orientados
hacia la lucha contra las tres principales enfermedades conta-
giosas. El Consejo adopta una resolución en el mismo senti-
do, e invita a la Comisión a elaborar un plan de acción y a
movilizar los recursos necesarios para su aplicación en estre-
cha colaboración con los estados miembros, los países en
desarrollo y las agencias internacionales implicadas.
Otros temas tratados durante el año 2000 han sido las
minas terrestres antipersonales, el papel de las organiza-
ciones no gubernamentales, la pesca y los transportes. En
materia de minas terrestres, con el fin de aumentar la contri-
bución de la UE a la lucha contra éstas y a su eliminación en
los 10 o 15 próximos años, la Comisión sugiere aplicar un
reglamento y una línea presupuestaria horizontal específicos
a escala comunitaria, mejorar la coordinación internacional,
impulsar la cooperación militar, reforzar las actividades de
investigación y aplicar sistemas de gestión de la información.
Las operaciones previstas se destinan principalmente a los
países firmantes de la Convención de Ottawa e incluyen, en
particular, la sensibilización al problema de las minas, la for-
mación de personal especializado y la ayuda a las víctimas y a
su rehabilitación.
Por lo que respecta al papel de las ONG, la Comisión
elabora un documento de reflexión en el que propone el
refuerzo de la colaboración entre ambas partes, con los
objetivos de reforzar la democracia participativa, representar
a determinadas categorías de ciudadanos en las instituciones
europeas y contribuir al diseño de las políticas, a la gestión
de los proyectos y a la integración europea. Algunos de los
obstáculos identificados son la complejidad de los procedi-
mientos, la falta de información a las ONG sobre la financia-
ción y la carencia de un conocimiento real de las ONG por
parte de la Comisión. Para poner remedio a esta situación,
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presenta los instrumentos existentes y propone otros
medios de reforzar el diálogo, como son reuniones regulares
con las ONG, su reagrupación en redes comunes a nivel
europeo, consultas formalizadas, y una mayor transparencia.
La comunicación sobre pesquerías y reducción de la
pobreza tiene tres objetivos: aplicar las líneas directrices y
los objetivos de la política europea de desarrollo en materia
de reducción de la pobreza de las poblaciones dependientes
de la pesca y la acuicultura, mejorar la coherencia entre la
política europea de desarrollo y las otras políticas europeas
que conciernen a este sector (pesca, comercio, consumido-
res, investigación y medio ambiente), y favorecer la comple-
mentariedad entre las acciones de los estados miembros y
las de la UE. La Comisión subraya la importancia de encon-
trar un equilibrio entre los cuatro elementos siguientes: la
solidaridad europea con los países en desarrollo cuyas po-
blaciones dependen de manera vital de los recursos haliéuti-
cos, el interés comercial de la UE ligado al mantenimiento
del aprovisionamiento del mercado europeo en grandes can-
tidades de pescado proveniente de los países en desarrollo,
el apoyo de ciertas comunidades de pescadores europeos
que practican actividades de pesca en aguas lejanas, y las
preocupaciones ambientales.
Destaca, finalmente, la adopción por parte de la Comi-
sión de una propuesta a favor de los Países Menos Avanza-
dos (PMA), que tiene por objeto liberalizar el acceso al
mercado comunitario para todas las exportaciones proce-
dentes de estos 48 países. Los productos originarios de los
PMA se beneficiarán del libre acceso al territorio comunita-
rio, incluso en el caso de productos agrícolas tan sensibles
como los plátanos, el arroz y el azúcar, para los que la apli-
cación se haría a lo largo de un período de tres años. La
propuesta, denominada "todo excepto las armas", excluye
del régimen propuesto únicamente a las armas y las municio-
nes. Consciente del riesgo de fraudes derivados de una
apertura de esta naturaleza, la Comisión propone medidas
de salvaguardia reforzadas como la posibilidad de una sus-
pensión temporal de las concesiones arancelarias.
II. AMPLIACIÓN
Durante el año 2000 se ha dado un nuevo y decisivo
impulso al proceso de ampliación de la UE. Tras el inicio de
las negociaciones en mayo de 1998 con Estonia, Polonia,
Hungría, República Checa, Eslovenia y Chipre, en febrero de
2000 se inician con los países de la “segunda ola”: Malta,
Rumania, Eslovaquia, Letonia, Lituania y Bulgaria. Por lo que
respecta al primer bloque de países, en junio se cierran
varios capítulos y se abre el importante tema agrícola. La UE
reitera en diversas ocasiones que se seguirá juzgando a cada
candidato por separado, por lo que es posible que algunos
países del segundo bloque alcancen a estados que hayan
empezado antes las negociaciones.
La Comisión estima que es el momento de definir una
estrategia que imprima una nueva dinámica a las negociacio-
nes, con el fin de iniciar una fase más sustancial e indicar el
camino a seguir para llegar a su conclusión. En este sentido,
invita a los países miembros y a los candidatos a integrar en
las negociaciones las cuestiones de fondo expuestas por las
demandas de medidas transitorias y propone un método
para tratar estas demandas, introduciendo una distinción
entre aquellas consideradas aceptables, negociables o ina-
ceptables. La Comisión propone una “hoja de ruta” detallada
que indique claramente en qué orden conviene abordar las
cuestiones no resueltas. Este enfoque preserva el principio
de diferenciación y debería permitir un rápido progreso de
las negociaciones con los países que hayan alcanzado un
buen nivel de preparación. La situación global del proceso
de adhesión es el siguiente:
Criterios políticos: Los resultados de conjunto sobre el
refuerzo de las instituciones democráticas, el respeto del
Estado de derecho y la  protecc ión de los Derechos
Humanos han mejorado durante el año 2000. La reforma o
el refuerzo del poder judicial debería acelerarse para garanti-
zar el respeto del Estado de derecho y la aplicación efectiva
del acervo. La persistencia de casos de corrupción en la
mayoría de países es motivo de inquietud. El problema cada
vez mayor del tráfico de mujeres y de niños en ciertos países
exige medidas vigorosas. Deben realizarse esfuerzos sosteni-
dos para mejorar la situación de los roms (gitanos) en cier-
tos países de Europa Central y Oriental. Turquía no satisface
todavía los criterios políticos y debería adoptar las decisiones
necesarias para traducir en medidas concretas sus intencio-
nes en materia de Derechos Humanos.
Criterios económicos: El desarrollo económico global de
los países candidatos puede considerarse satisfactorio. El cre-
cimiento negativo registrado en varios países en 1999
(Estonia, Lituania, República Checa, Rumania, Turquía) ha
pasado a ser positivo y se ha incrementado en todos los paí-
ses candidatos durante la primera mitad del 2000, con 
respecto al período correspondiente a 1999. Las cifras con-
cretas van del 2% en Lituania, Rumania y Eslovaquia al 6% en
Estonia, Hungría, Turquía y Polonia. La tasa de crecimiento de
Bulgaria, Letonia, Eslovenia, Malta y la República Checa varía
entre el 3% y el 5%. Si se tienen en cuenta los dos criterios
económicos (economía de mercado viable y capacidad de
resistir la presión de la competencia), se puede afirmar que
Chipre y Malta tienen economías de mercado viables y que
deberían soportar tanto la presión de la competencia como el
juego de fuerzas del mercado interior de la UE. Estonia,
Hungría y Polonia disponen de una economía de mercado via-
ble y deberían estar preparadas para satisfacer el segundo cri-
terio a corto plazo (lo que constituye un progreso desde el
informe de 1999, que hablaba de "medio plazo"), siempre que
mantengan su ritmo de reforma actual. La República Checa y
Eslovenia pueden considerarse economías de mercado y tam-
bién deberían cumplir el segundo criterio a corto plazo, siem-
pre que lleven a cabo y apliquen las últimas reformas. Letonia
puede considerarse también una economía de mercado así
207
EVOLUCIÓN DE LA INTEGRACIÓN EUROPEA
como, por primera vez, Lituania y Eslovaquia. Estos tres paí-
ses deberían estar en condiciones de cumplir el segundo cri-
terio a medio plazo, siempre que apliquen los programas
actuales de reforma estructural y lleven a cabo otras refor-
mas necesarias. Bulgaria no satisface ninguno de los dos cri-
terios, pero ha realizado importantes progresos en este
sentido. Turquía debe continuar la mejora del funcionamien-
to de sus mercados e incrementar su competitividad para
satisfacer los criterios. Rumania no ha realizado los esfuerzos
necesarios para responder a los criterios económicos.
Puesta en marcha y aplicación del acervo: En su conjunto,
la adopción de actos legislativos destinados a integrar el
acervo ha progresado en la mayoría de países candidatos.
Sin embargo, los progresos sobre el establecimiento y el
refuerzo de las instituciones encargadas de poner en marcha
y hacer respetar el acervo han sido desiguales.
En diciembre se celebra en Niza la Conferencia Europea
de Adhesión, que reúne a los jefes de Estado o de gobierno
de los Quince y de los trece estados candidatos y Suiza
como observador. En dicha reunión cada país candidato reci-
be la "hoja de ruta" en la que se fijan los objetivos políticos y
económicos a alcanzar hasta el 2002. El Consejo europeo, a
petición de los participantes en dicha conferencia, decide
invitar a este foro anual a los países que participan del pro-
ceso de asociación y estabilización así como a los miembros
de la Asociación Europea de Libre comercio (EFTA), con el
fin de revitalizar esta reunión cuyo objetivo desde su crea-
ción en 1998 era ofrecer a Turquía, cuya candidatura acaba-
ba de ser rechazada, un foro de expresión.
Por lo que respecta a los instrumentos financieros la
Comisión define las modalidades de gestión financiera del
nuevo instrumento agrícola de preadhesión para la agricultu-
ra y el desarrollo rural Sapard, que prevé 520 millones de
euros al año. Prevé un método de gestión descentralizado,
desde la selección de los proyectos a los pagos, y cada país
deberá establecer un organismo Sapard. En marzo, el Con-
sejo adopta el reglamento que establece una estrategia de
preadhesión para Chipre y Malta, y que sustituye a los anti-
guos protocolos financieros. Esta estrategia se basa, en parti-
cular, en el establecimiento de asociaciones de adhesión con
estos dos países, el apoyo a las acciones prioritarias de pre-
paración a la adhesión y la participación en diversos progra-
mas y agencias comunitarios. El importe de referencia
financiera para su aplicación asciende a 95 millones de euros.
El 4 de octubre el Parlamento Europeo adopta una resolu-
ción sobre la ampliación, en la que insta a los países candida-
tos a proseguir sus esfuerzos para reforzar sus capacidades
administrativas para la transposición del acervo comunitario,
en especial en materia de audiovisual, propiedad intelectual,
mercado interior, igualdad de oportunidades y cohesión eco-
nómica y social, y reforma del sector agrícola. Se les invita a
establecer un control financiero eficaz y procedimientos de
auditoría para controlar plenamente el uso de los fondos de
preadhesión, así como a continuar la lucha contra la corrup-
ción. El Parlamento les pide que reconozcan a las minorías el
pleno uso de sus derechos y aseguren el respeto de los
Derechos Humanos para toda la población, incluidos los niños.
La evolución individualizada de las relaciones con los países
candidatos se recoge a continuación.
Turquía
A finales de 2000 se llega a un acuerdo sobre la adopción
de un partenariado para la adhesión de Turquía y un marco
financiero único para la ayuda de la UE a este país. Define las
prioridades por las que se debe guiar la preparación a la adhe-
sión, habida cuenta de los criterios políticos y económicos fija-
dos. El reglamento marco propuesto dispone que la totalidad
de la ayuda concedida a Turquía se destinará exclusivamente a
la preparación de la adhesión. La propuesta fija objetivos más
precisos a corto y medio plazo para acelerar la adopción del
acervo comunitario en materias tan diversas como el medio
ambiente, la política energética, la fiscalidad o la pesca.
En el Consejo de asociación celebrado en abril se crean
ocho subcomités vinculados al comité de cooperación UE-
Turquía que deberán preparar, a nivel técnico, el inicio del
escrutinio (screening) del acervo comunitario (según un pro-
cedimiento idéntico al seguido con los otros doce países
candidatos con los que ya se está negociando). También se
aprueba la apertura de las negociaciones entre la UE y
Turquía a fin de lograr una liberalización recíproca de la
prestación de servicios y de los contratos públicos. Se
recuerda la necesidad de respectar determinados criterios
políticos (estabilidad democrática, existencia de un Estado
de derecho, respeto de los Derechos Humanos, protección
de las minorías) como condición necesaria para la apertura
de las negociaciones. En este sentido, la UE se congratula
por los esfuerzos realizados hasta ahora por el Gobierno
turco a fin de mejorar la garantía de los Derechos Humanos
para todos los ciudadanos turcos, incluidos los kurdos, y des-
taca que estaba dispuesta a ayudarlo en esta labor. La UE se
muestra satisfecha, en términos generales, del funcionamien-
to de la unión aduanera, aunque convendría que se elimina-
ran rápidamente algunas medidas proteccionistas adoptadas
recientemente por el Gobierno turco. El Consejo Europeo
de Niza invita a Turquía a presentar rápidamente su progra-
ma nacional de adopción del acervo comunitario.
En el marco de la unión aduanera UE-Turquía, con el fin
de ayudar a Turquía a prepararse para la adhesión se acuer-
da la concesión de un apoyo financiero de 15 millones de
euros para el período 2000-2002. Paralelamente se prepara
una ayuda encaminada a lograr el desarrollo económico y
social de Turquía por valor de 135 milloes de euros, inclu-
yendo acciones de promoción de los Derechos Humanos y
del respeto de las minorías.
Estonia
Los contactos bilaterales con Estonia se han centrado en
la situación medio ambiental, y las dificultades encontradas
en materia de calidad del agua o reciclaje de residuos. A títu-
lo de los programas Phare e ISPA, la UE contribuirá a resol-
ver estos problemas con 15 a 20 millones de euros por año,
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lo que permitirá a Estonia adoptar el acervo comunitario en
esta materia. En el consejo de asociación celebrado en
febrero se reconoce que además de cumplir con los criterios
políticos es ya una economía de mercado en funcionamiento
y que puede hacer frente a la presión de la competencia en
el mercado interior de la UE a medio plazo si prosigue con
las reformas estructurales pendientes. Se reconocen los
esfuerzos en materia de integración de nacionales de otros
estados y de adecuación de las leyes de régimen lingüístico.
El Parlamento Europeo destaca la necesidad de aumentar los
esfuerzos en materia de política de mercado de empleo y de
seguridad social a fin de hacer frente a las crecientes desi-
gualdades sociales, y a proseguir la lucha contra el tráfico de
estupefacientes, la toxicomanía y la corrupción.
Letonia
El consejo de asociación celebrado en febrero reconoce
que cumple los criterios políticos para la adhesión y está lista
para hacer frente a medio plazo a la presión de las fuerzas del
mercado interior de la UE si lleva a cabo las reformas necesa-
rias. También se reconocen los esfuerzos en materia de in-
tegración de nacionales de otros estados y en materia
lingüística. Letonia debe aumentar la competitividad de las
empresas y de luchar contra las disparidades regionales. El
Parlamento europeo afirma que puede aspirar a formar parte
de la primera ola de ampliación siempre que mantenga el
nivel de progresos en adopción y transposición del acervo. Se
destaca la necesidad de reforzar el diálogo social y la repre-
sentación de los agentes sociales, así como un refuerzo de la
administración pública a los niveles central, local y regional
que permita al país aplicar el acervo comunitario de manera
verificable. En materia agrícola el Parlamento subraya que la
ayuda al desarrollo rural debe girar sobre el uso adecuado del
potencial humano y natural y tener en cuenta los sectores del
empleo, de los servicios sociales, de la protección ambiental,
de la biodiversidad y de la calidad de los alimentos.
Lituania
Además de cumplir los criterios políticos, como sus veci-
nas bálticas, está a punto de conseguir su adecuación a los
criterios económicos, si bien debe dar prioridad a la reduc-
ción de los déficits presupuestarios y exterior y al refuerzo
de las instituciones administrativas con el fin de hacer respe-
tar las leyes. Lituania deberá seguir progresando en la lucha
contra la corrupción y la continuación de la reforma del sis-
tema judicial, así como en materia de seguridad nuclear. En
este sentido, se recibe con satisfacción la aprobación de una
estrategia energética nacional que prevé en particular el cie-
rre de la central nuclear de Ignalina. El Parlamento Europeo
añade la necesidad de mejorar la eficacia de la policía y las
condiciones de detención en las cárceles, e invita tanto al
Gobierno lituano como a los estados miembros a luchar
contar el tráfico de seres humanos y a que se conceda una
ayuda a sus víctimas. El Parlamento anima a Lituania a basar
su política económica en la creación de condiciones favora-
bles a un crecimiento a largo plazo, destacando la importan-
cia de las inversiones destinadas a las infraestructuras y a ela-
borar una reforma agrícola. Celebra asimismo el lanzamiento
de una reforma de la administración pública que permitirá
aplicar el acervo comunitario a un nivel elevado.
Polonia
El Gobierno polaco ha expresado su voluntad de formar
parte de la UE el 1 de enero de 2003, para lo cual la UE
destaca la necesidad de acelerar los trabajos preparatorios y
crear las estructuras administrativas indispensables para
garantizar la plena aplicación del acervo comunitario. Los
contactos bilaterales con Polonia han sido muy intensos
durante el año 2000, concluyéndose las negociaciones sobre
concesiones mutuas en el sector agrícola, así como el inicio
de las relativas a concesiones en el sector pesquero. Con el
fin de preparar a Polonia para las políticas estructurales y la
política de cohesión económica y social de la UE, se firman
los protocolos financieros que le permiten obtener, por
medio del Instrumento de Política Estructural de Preadhesión
(ISPA), una ayuda de más de 210 millones de euros para
financiar tres grandes proyectos en materia de transportes y
medio ambiente. También se analiza la liberalización del
comercio de productos agrícolas entre Polonia y la UE y, en
particular, sobre la celebración de un acuerdo "doble cero",
con objeto de suprimir las subvenciones para las exportacio-
nes de productos agrícolas europeos a cambio de la supresión
de las barreras arancelarias en Polonia. Igualmente se aborda
la adopción del acervo en materia de normativa veterinaria y
fitosanitaria, y más particularmente en seguridad alimentaria.
Por último se recuerda la necesidad de luchar contra la
corrupción y de mejorar la balanza de pagos.
República Checa
El consejo de asociación apoya los esfuerzos realizados
en el ámbito de la reforma de la administración de justicia y
en la lucha contra la criminalidad y la corrupción. A nivel
económico, señala algunos sectores que deben mejorarse,
como el medio ambiente, la agricultura, los contratos públi-
cos, el sector audiovisual y la liberalización de las telecomu-
nicaciones. Paralelamente, se acuerda el pase a la segunda
etapa prevista en el acuerdo de asociación, una vez conclui-
da la primera fase (1995-2000), lo cual afectará principal-
mente a la libre circulación de los trabajadores, la libertad de
establecimiento, y la libre circulación de capitales. Los diver-
sos contactos bilaterales han servido para abordar los temas
de política sanitaria y protección de los consumidores, segu-
ridad al imentaria, polít ica veterinaria y f itosanitaria. El
Parlamento, por su parte, se felicita de la aceleración del
proceso de asimilación del acervo comunitario, pero insiste
en la transposición del acervo en materia de preservación y
calidad del agua así como de lucha contra la contaminación
industrial. Recuerda que las capacidades administrativas en
transposición y control en materia de agricultura, medio
ambiente y ayuda regional y estructural deben reforzarse y
que las autoridades checas deben asociar estrechamente los
agentes sociales, las autoridades locales y regionales y las
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organizaciones no gubernamentales en el proceso decisional.
Toma nota del hecho que la economía checa tiene una evolu-
ción positiva en el plano macroeconómico y se satisface del
proceso de restructuración y de privatización del sector ban-
cario. El Parlamento alienta los esfuerzos para mejorar la situa-
ción de la minoría rom (gitana) y espera otras medidas
concretas a favor de su integración socioeconómica. Invita
también al Gobierno checo a actuar a favor de la independen-
cia y la eficacia del sistema judicial, de la independencia política
de los medios audiovisuales, y de la lucha contra la corrupción
y la contra el turismo sexual y el tráfico de mujeres.
Hungría
La UE se felicita por los esfuerzos y los progresos realiza-
dos y hace hincapié en la importancia de la aplicación y ejecu-
ción del acervo. El programa nacional húngaro para la
adopción del acervo, presentado en junio de 2000, constituye
una base sólida para la aplicación de la asociación para la
adhesión. Hungría está casi preparada para ésta adhesión,
aunque sigue siendo necesario mejorar algunos aspectos
como la gestión de las ayudas de Estado y los controles fito-
sanitarios. Si bien la zona de libre comercio entre ambas par-
tes es prácticamente un hecho, subsisten algunas dificultades
en cuanto a la participación de empresas húngaras en los con-
tratos públicos de los estados miembros. Si Hungría mantiene
el ritmo actual en la incorporación del acervo comunitario y la
reforma económica, estará entre los primeros países que se
adhieran a la UE. Por parte húngara se insiste en una acelera-
ción del ritmo de las negociaciones. El Parlamento europeo
ruega al Gobierno húngaro que elimine las discriminaciones
sobre la comunidad rom e intensifique la lucha contra el cri-
men organizado, el tráfico de drogas y la corrupción. En mate-
ria económica, insiste en la necesidad de reforzar las políticas
de estímulo a las pequeñas y medianas empresas y pide a la
UE que aporte una ayuda a la modernización de la agricultura.
Se felicita de los esfuerzos para proseguir las reformas estruc-
turales en materia de presupuesto, de administración pública,
del sistema de jubilación y de las privatizaciones, que permiti-
rán al país hacer frente a las presiones de la competencia y a
las fuerzas del mercado de la UE. El Parlamento pide a
Hungría que aumente sus esfuerzos para armonizar su legisla-
ción en materia de lucha contra la contaminación industrial, el
control de calidad del aire y del agua y la gestión de los resi-
duos, en especial los industriales. Paralelamente al proceso de
adhesión, y al igual que ocurre con la República Checa, en el
año 2000 se pasa a la segunda etapa prevista en los acuerdos
de asociación de la UE con Hungría. 
Eslovaquia
La UE anima a las autoridades eslovacas a tomar decisio-
nes en materia de reforma económica y creación de institu-
ciones administrat ivas. El Parlamento se fel ic ita por la
estabilidad constitucional, las prácticas democráticas y el esta-
do de derecho que prevalecen en Eslovaquia, y apoya la
voluntad del gobierno eslovaco de llevar a cabo importantes
reformas constitucionales, a fin de modificar los procedimien-
tos de nombramiento y revocación de jueces, de permitir la
tansposición de la legislación comunitaria mediante decreto
gubernamental y de reforzar los poderes del tribunal consti-
tucional. Invita al gobierno a tomar medidas eficaces contra el
tráfico de seres humanos y a garantizar a sus víctimas una
ayuda concreta. El Parlamento se felicita de la reforma eco-
nómica que hará de Eslovaquia una economía de mercado
operativa, pero invita a la Comisión a controlar la forma en
que el Gobierno procede a la privatización y a la restructura-
ción de esta economía, sobre todo en materia bancaria,
financiera y presupuestaria. Invita al país a iniciar reformas de
la administración y de la función pública, a fin de reforzar su
capacidad de acción en materia de agricultura, de legislación
veterinaria y fitosanitaria, del medio ambiente y de las políti-
cas regional y estructural.
Eslovenia
El Parlamento se felicita del estado del sistema económico
de Eslovenia, capaz de responder a las presiones de competen-
cia del mercado interior, y de su estabilidad macroeconómica.
Celebra la aceleración del ritmo de transposición del acervo
comunitario, insistiendo en la necesidad de proseguir el proce-
so de privatización en el sector de los seguros, de reformar el
sistema de jubilación y de avanzar más en la reforma del siste-
ma judicial y de la administración pública. El consejo de asoca-
ción se centra en el análisis de las relaciones comerciales.
Rumania
El Gobierno rumano adopta en marzo una estrategia eco-
nómica a medio plazo dirigida a satisfacer los criterios de
Copenhague con vistas a una adhesión a la UE. A este res-
pecto, la Comisión considera que el documento presenta un
análisis coherente de los puntos débiles de la economía
rumana y se alegra de constatar que el plan de acción que la
acompaña aplica esta estrategia de manera precisa y detalla-
da, con el establecimiento de un calendario y la mención de
las reformas que deben emprenderse. El objetivo principal
del plan de acción es conseguir, de aquí a dos o tres años,
una estabilización macroeconómica duradera por medio de
la combinación de políticas macroeconómicas rigurosas y de
reformas estructurales en el sector empresarial y en el finan-
ciero. También enumera una serie de reformas importantes,
especialmente en lo relativo a la sanidad, las jubilaciones, la
educación o el desarrollo de infraestructuras. En la sexta
reunión del consejo de asociación UE-Rumania, se insta a
Rumania a dar prioridad a la mejora de la disciplina financie-
ra y presupuestaria, a la reestructuración y privatización de
las grandes empresas públicas no rentables y a la creación de
un entorno económico y comercial más transparente. El
Consejo de asociación acoge con satisfacción los progresos
realizados en la adopción y aplicación del acervo comunita-
rio en el sector bancario, el control financiero, los contratos
públ icos y el seguimiento de las ayudas de Estado. El
Consejo de asociación pide al Gobierno que conceda mayor
importancia a la protección del medio ambiente. Sobre los
criterios políticos, el Consejo de asociación insiste en la ne-
210
LA NUEVA EUROPA: INTEGRACIÓN Y RELACIONES EXTERIORES DE LA UE
cesidad de adoptar medidas adicionales para aumentar la
independencia y eficacia del poder judicial y combatir 
la corrupción. Se pide al Gobierno rumano que no ceje en
su empeño de mejorar las condiciones de vida del pueblo
romaní. En el ámbito de las relaciones comerciales bilatera-
les, la UE reprocha a Rumania que aún no haya cumplido su
compromiso de suprimir el impuesto especial sobre las
importaciones, anunciado para el 1 enero de 2000.
El Parlamento considera que Rumania satisface global-
mente los criterios políticos de adhesión y aprueba en espe-
cial la abolición de la reglamentación represiva contra las
minorías sexuales así como los progresos realizados en
materia de libertad de prensa, subrayando que los derechos
fundamentales no serán jamás objeto de negociación. El
Parlamento destaca, sin embargo, que Rumania tendrá
muchas dificultades para satisfacer los criterios económicos
si no pone en marcha una estrategia económica que acelere
la restructuración del sector agrícola y la privatización de las
empresas estatales. Lamenta la lentitud de la reforma de la
administración pública y de la lucha contra la corrupción.
Bulgaria
En el Consejo de asociación UE-Bulgaria, la UE se felicita
por la situación política, que satisface los criterios de adhesión,
así como por los resultados macroeconómicos y los esfuerzos
realizados en la aplicación del programa de reformas a medio
plazo. También se satisface por los progresos realizados en
materia de seguridad nuclear, en especial por el compromiso
del gobierno búlgaro de cerrar ciertas unidades de la central de
Kosloduy. Se invita a Bulgaria a proseguir e intensificar la refor-
ma de su administración y de su sistema judicial así como a
adoptar el acervo comunitario. A nivel bilateral, las partes se
felicitan del resultado de las negociaciones sobre concesiones
mutuas en el sector agrícola, así como la firma en julio de 2000
de un acuerdo sobre transporte por carretera. Una de las prio-
ridades de las reformas económicas debería ser conseguir que
en Bulgaria haya una mayor transparencia y seguridad para los
inversores potenciales, en particular luchando más eficazmente
contra el crimen organizado y la corrupción. El Parlamento
celebra que Bulgaria cumpla los criterios políticos de adhesión,
insistiendo en los esfuerzos para reforzar el Estado de derecho,
mejorar la protección de las minorías y luchar contra la corrup-
ción. Pese a los progresos en materia económica, Bulgaria no
está en condiciones de afrontar la presión de la competencia y
las fuerzas del mercado en la UE. Respecto a la transposición
del acervo comunitario, invita al país a desarrollar su sector
energético sobre bases sólidas de competitividad y rendimiento
energético, teniendo en cuenta los principios del mercado inte-
rior de la energía, de a seguridad de los suministros y de las
consideraciones ambientales. Observa igualmente que Bulgaria
no ha adoptado aún las reformas necesarias de su legislación
sobre comercio de armas.
Chipre
El Parlamento estima que Chipre satisface la mayor parte
de criterios políticos y económicos y alienta a las autoridades
a proseguir sus esfuerzos por integrar plenamente el acervo
comunitario. Se felicita de que la solución al problema de la
divisón de la isla no sea una condición previa a la adhesión,
pero deplora la falta de buena voluntad por parte de Turquía
y de la zona turca de la isla para llegar a un acuerdo.
Malta
Los contactos bilaterales mantenidos con Malta han insis-
tido en la necesidad de proseguir con las reformas de
modernización en su economía, así como en materia medio
ambiente, libertad de circulación de bienes y capitales, justi-
cia y asuntos de interior y seguridad marítima. El Parlamento
considera que Malta está en condiciones de cumplir la mayo-
ría de los criterios de adhesión políticos y económicos. El
país dispone de instituciones democráticas y estables que
aseguran el respeto de las libertades y derechos fundamen-
tales así como una economía de mercado viable y apta para
hacer frente a la competencia en el seno de la UE. Sin
embargo, quedan por hacer esfuerzos en materia de justicia
y asuntos de Interior, en especial en materia de política de asi-
lo y de lucha contra el crimen organizado y el tráfico de estu-
pefacientes. También se constata un cierto retraso en la
transposición del acervo comunitario en materias como el
medio ambiente, la agricultura o las ayudas del Estado.
III. POLÍTICA ECONÓMICA Y MONETARIA
Orientaciones generales 
de política económica
El Consejo Europeo de Lisboa de marzo de 2000 marca
una estrategia global de reorientación de las políticas macro-
económicas con el fin de incentivar el empleo, la innovación
y la investigación, la reforma económica y la cohesión social.
Se parte de la base de que las actuales perspectivas macroe-
conómicas son las mejores que la UE ha conocido desde
hace una generación. Ello se ha logrado gracias a una política
monetaria orientada hacia la estabilidad y apoyada por políti-
cas presupuestarias sanas en un clima de moderación salarial,
con una inflación y unos tipos de interés poco elevados, y
una notable reducción de los déficits públicos. Con estos
antecedentes, el Consejo europeo encarga a la Comisión
que antes de la primavera del 2001 presente un informe que
evalúe la contribución de las finanzas públicas al crecimiento
y al empleo, para lo cual se hace necesario establecer indica-
dores comparables para todas las economías nacionales de
la UE. De esta manera se estará en condiciones de observar
si se están tomando medidas a la vista del informe que pre-
parará el grupo de alto nivel para la modernización de la
protección social para: aliviar la presión fiscal sobre el traba-
jo, de manera especial sobre el poco cualificado y poco
retribuido; mejorar la incentivación del empleo y de la for-
mación a través de los sistemas fiscales y de seguridad social;
reorientar el gasto público hacia una mayor importancia rela-
tiva del gasto en acumulación de capital -tanto físico como
humano- y de apoyo a la investigación y desarrollo, la inno-
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vación y las tecnologías de la información; garantizar la soste-
nibilidad de las finanzas públicas a largo plazo, mediante un
estudio de los diferentes aspectos que engloba, incluidas las
repercusiones del envejecimiento de la población.
La Comisión propone 27 indicadores para unificar los
datos de las economías de la UE y poder proceder con
transparencia a las evaluaciones y comparaciones entre los
estados miembros y otras economías desarrolladas. Estos
indicadores se utilizarán por primera vez en el informe de
síntesis que se presentará en el Consejo Europeo de
Estocolmo en marzo de 2001, que evaluará los progresos
realizados en el marco de la "estrategia de Lisboa", en los
ámbitos del empleo, la innovación y la investigación, de la
reforma económica y de la cohesión social. Los indicadores
son los siguientes:
-para el empleo: la tasa de empleo, la tasa de empleo
femenino, la tasa de empleo de los trabajadores de edad, la
tasa de desempleo, la tasa de desempleo de larga duración,
la tasa de impuestos sobre los salarios bajos y la formación
permanente (participación de los adultos en la educación y
la formación);
-para la innovación y la investigación: el gasto público en
educación, el gasto en investigación y desarrollo, el gasto
relativo a las tecnologías de la información y las comunica-
ciones, el nivel de acceso a internet, las patentes en los sec-
tores de alta tecnología, las exportaciones de productos de
alta tecnología y el capital-riesgo;
-para la reforma económica: la integración del comercio,
los niveles de los precios relativos y la convergencia de los
precios, los precios en las industrias que funcionan en redes,
los contratos públicos, las ayudas estatales sectoriales y ad
hoc, la penetración bancaria transfronteriza y los capitales
obtenidos en los mercados bursátiles;
-para la cohesión social: la distribución de las rentas
(cociente de los quintiles de rentas), la tasa de pobreza
antes y después de las transferencias sociales, la persistencia
de la pobreza, los hogares en paro, la cohesión regional
(divergencias regionales del PIB per cápita en Encuesta de
Población Activa (EPA)) y los jóvenes que dejan prematura-
mente la escuela y que no prosiguen sus estudios o una for-
mación cualquiera.
También en respuesta a la invitación del Consejo de
Lisboa, y de cara a la preparación del Consejo de Estocolmo
de marzo de 2001, la Comisión presenta a finales de 2000 la
comunicación sobre “La contribución de las finanzas públicas
al crecimiento y al empleo”. Sobre la base de disponer de
finanzas públicas saneadas como condición al crecimiento y
el empleo, estudia las iniciativas recientes tomadas para que
los regímenes de deducciones obligatorias y de prestaciones
sociales sean más favorables al empleo, evaluando si estas
medidas refuerzan los incentivos al trabajo, ahorro e inver-
sión. Examina también el papel de las finanzas públicas en la
promoción de una economía basada en el conocimiento y la
viabilidad a largo plazo de las finanzas públicas ante el impac-
to del envejecimiento de la población sobre los regímenes
de jubilación y de salud.
Las orientaciones generales de política económica para el
ejercicio 2000 definen una estrategia global para afrontar los
cuatro grandes retos que se plantean a la economía de la
UE: la vuelta al pleno empleo, la transición a una economía
del conocimiento, el impacto del rápido envejecimiento de
la población, y la mejora de la cohesión social. Desde este
punto de vista, recomienda avanzar con decisión en los cua-
tro ámbitos siguientes: mantener políticas macroeconómicas
de crecimiento y estabilidad; promover el desarrollo de la
actividad económica basada en el conocimiento; avanzar
decididamente hacia reformas profundas e integrales de los
mercados de bienes, capitales y trabajo; y modernizar la pro-
tección social.
Programas de estabilidad y convergencia
Durante el año se evalúan los programas de estabilidad
de los quince países miembros, destacando que todos ellos
se ajustan a las exigencias del pacto de estabilidad y creci-
miento así como a las orientaciones generales de política
económica. El Parlamento Europeo, por su parte, observa
con satisfacción que se han cumplido, o incluso superado,
todos los objetivos presupuestarios establecidos en anterio-
res programas.
A algunos países como Irlanda, Luxemburgo, Dinamarca,
España, Suecia y Finlandia se recomiendan medidas de pre-
vención para contener los riesgos inflacionistas, bien mediante
una mayor atención a la política presupuestaria o mediante
una moderación salarial. A Italia se le recuerda que debe
reforzar las reformas estructurales que está llevando a cabo,
en los mercados de productos, del mercado laboral y de las
administraciones públicas, y el programa de privatización, así
como emprender un proceso de reducción gradual de su
deuda pública, aún elevada. Austria es el país que recibe
mayores críticas. El Consejo lamenta que no se haya avanzado
en la vía del saneamiento presupuestario y que el déficit pre-
supuestario previsto a medio plazo en el programa de estabili-
dad no es totalmente compatible con las exigencias del Pacto
de estabilidad y crecimiento, ya que no proporciona un mar-
gen de seguridad suficiente para impedir que el déficit supere
el valor de referencia del 3% del PIB en caso de deterioro de
la coyuntura. Por lo tanto, invita al Gobierno austríaco a redu-
cir los objetivos para el déficit en la próxima actualización de
su programa. Además, el Consejo invita al Ejecutivo austríaco
a retomar su objetivo inicial de bajar el coeficiente de endeu-
damiento público al PIB al valor de referencia del 60% en
2002. Considera que son necesarias amplias reformas estruc-
turales, en particular la del sector público y del sistema de
transferencias y prestaciones.
Unión económica y monetaria: el euro
El 9 de marzo Grecia solicita su adhesión a la tercera fase
de la unión económica y monetaria, y tras evaluar el alto
grado de convergencia realizado por este país, la Comisión
concluye que está en condiciones de adherirse a la UEM,
suprimiéndose a partir del 1 de enero de 2001 la excepción
que le impedía participar en ella (una excepción que por
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otra parte continúa respecto a Suecia). El alcance de las
medidas que deben adoptarse para la introducción del euro
en Grecia depende en gran parte de si el período transitorio
pendiente a partir del 1 de enero de 2001 puede conside-
rarse suficiente para este país. El tipo de conversión de la
dracma griega se fija en 1 euro = 340,750 dracmas griegas.
La Comisión, al concluir la primera mitad del período
transitorio de la tercera fase de la unión económica y mone-
taria, esboza los preparativos que aún son necesarios para la
transición definitiva al euro, que tendrá lugar a principios del
año 2002. Se plantean dos retos: la conversión en euros de
todos los importes monetarios expresados en las unidades
monetarias nacionales y la retirada de los billetes de banco y
las monedas expresados en moneda nacional simultánea-
mente a la introducción de los expresados en euros. Deberá
reforzarse la información y comunicación sobre el euro, de
manera que se recuerde que existe una fecha límite (el 31
de diciembre de 2001), y que deberá controlarse el ritmo de
producción de monedas, y reforzarse el sistema técnico de
lucha contra la falsificación. El Consejo europeo establece
que las monedas y billetes de euro llegarán a los consumido-
res a mediados de diciembre para ser introducidas la media-
noche del 31 de diciembre.
Una de las mayores preocupaciones ante la introducción
del euro es la prevención de la falsificación de la moneda, y
durante el año 2000 se ha trabajado especialmente para crear
un marco técnico que permita el tratamiento de las falsifica-
ciones de euros. El dispositivo incluye, entre otros elementos,
la instauración de un sistema de recogida y tratamiento de los
datos sobre los billetes y monedas de euro falsificados y la
obligación de identificar y clasificar las falsificaciones. Cada
Estado miembro debería crear un centro nacional de análisis
de las monedas y un centro nacional de la falsificación. Este
último debería encargarse del contacto con una base de datos
que deberá constituirse en el Banco Central Europeo, donde
se incluyan todos los datos técnicos sobre las monedas y
billetes en euros falsificados. Se instaurará con carácter provi-
sional en Francia un centro técnico y científico europeo.
Por lo que respecta al Banco Central Europeo el Consejo
le autoriza en mayo a solicitar más activos a los bancos cen-
trales nacionales y así ampliar su capital, cuando lo estime
oportuno, con 5.000 millones de euros adicionales.
IV. ESPACIO DE LIBERTAD, 
SEGURIDAD Y JUSTICIA
A raíz de las conclusiones del Consejo Europeo de
Tampere la Comisión adopta un marcador que tiene como
objetivo la supervisión constante de los avances realizados
por los estados miembros y por las instituciones y órganos
de la UE en la adopción de los instrumentos normativos y
otros, necesarios para establecer el espacio de libertad,
seguridad y justicia. Este marcador cubre los ámbitos del
asilo y la migración, de la justicia y de la lucha contra la
delincuencia. Expone la forma de las acciones que deben
emprenderse indicando, si es posible, la naturaleza del ins-
trumento requerido y la institución competente para tomar
iniciativas y precisa los plazos que deben respetarse. En
diciembre de 2001 se evaluarán los avances en la aplicación
de las conclusiones del Consejo Europeo de Tampere para
la creación del espacio de libertad, seguridad y justicia.
Asilo, inmigración, fronteras exteriores 
El Reino Unido se integra este año en algunas de las dis-
posiciones del acervo de Schengen, en particular la coopera-
ción en materia policial, judicial y penal, a la lucha contra los
estupefacientes y al Sistema de Información de Schengen
(SIS). Paralelamente, se estudia la solicitud similar realizada
por Irlanda, la cual recibe la aprobación de la Comisión. En
junio entran en vigor sendos acuerdos con Is landia y
Noruega que permiten su integración en el acervo de
Schengen, tras lo cual se decide la abolición de los controles
fronterizos entre los países nórdicos (Dinamarca, Finlandia,
Suecia, Noruega e Islandia) y los países del espacio Schengen
a partir del 25 de marzo de 2001.
Durante el año 2000 se aprueban diversos documentos
con el fin de avanzar en el proceso de armonización de las
políticas de asilo y de inmigración de los países de la UE. El
Consejo presenta orientaciones para un futuro instrumento
comunitario sobre las condiciones de acogida de los solici-
tantes de asilo, abordando el campo de aplicación, los pro-
blemas l igados al lugar de residencia, a la l ibertad de
circulación, al acceso al trabajo, a los cuidados médicos, a la
unidad de la familia y la escolarización de menores. La
Comisión, por su parte, destaca la necesidad de un nuevo
enfoque común sobre los flujos migratorios, dado el enveje-
cimiento de la población y las perspectivas económicas
actuales. Subraya también la oportunidad de establecer una
política de admisión basada en una estimación coordinada
de las necesidades en el país de acogida y sobre un marco
jurídico común, la necesidad de establecer programas de
integración de larga duración, la importancia de la coopera-
ción con el país de origen y la lucha reforzada contra la inmi-
gración clandestina. El Consejo establece los cuatro puntos
esenciales que debe resolver el futuro estatuto de residente
de larga duración: el acceso al estatuto según los criterios de
duración de la residencia, integración y vida privada familiar,
el contenido del estatuto (garantía de estancia, derechos
económicos y sociales), el derecho de libertad de estancia
en otro país miembro, y la necesidad de una política de
acompañamiento y de un intercambio a nivel europeo. Por
lo que respecta a la lucha contra las mafias de inmigración
ilegal, el Consejo invita a los estados miembros a recurrir
con más frecuencia al sistema de alerta rápida, y a reforzar la
cooperación comunitaria con el fin de limitar los flujos de
inmigración clandestina.
En relación a los trabajos del Grupo de Alto Nivel “Asilo y
migración” el Consejo aprueba el informe elaborado sobre
Albania y la región limítrofe, así como una lista de posibles
medidas para el año 2000, para la aplicación de los planes de
acción para Afganistán, Irak, Marruecos, Somalia y Sri Lanka.
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Sin embargo, el Parlamento europeo denuncia que el plan de
acción para Albania elaborado por el Consejo está basado en
medidas de control y represión, y no ha tenido en cuenta a las
poblaciones y regiones interesadas. El Parlamento reitera que
la entrada clandestina en la UE no tiene en sí que ser conside-
rada como un delito, y lamenta que no se considere una prio-
ridad la integración de los residentes permanentes albaneses.
En materia de asilo, solicita que los estados miembros apliquen
las medidas legales para la readmisión en Albania de los solici-
tantes denegados. Por lo que respecta a los planes de acción
previstos para otros países (Afganistán y las regiones limítrofes,
Irak, Marruecos, Somalia y Sri Lanka), lamenta la falta de realis-
mo político de la concepción según la cual el instrumento de
los acuerdos de readmisión es la única solución para el proble-
ma de la inmigración ilegal, y las dificultades para concluir
acuerdos de readmisión con los países elegidos debido a su
inestabilidad política.
En diciembre se crea el sistema centralizado “Eurodac”
para la comparación de las huellas dactilares de solicitantes
de asilo y otros nacionales de terceros países en situación
irregular, con el fin de facilitar la aplicación del Convenio de
Dublín sobre la determinación del Estado responsable del
examen de una demanda de asilo. También se aprueba una
decisión que tiene por objeto establecer un sistema de inter-
cambio de información entre estados miembros, con el fin
de facilitar la detección de los documentos falsos o robados.
Con respecto a la falsificación de documentos de viaje, el
Consejo establece en octubre criterios estrictos respecto a
la protección contra estas falsificaciones. Se acuerda que el 1
de enero de 2005 para los pasaportes, y el 1 de enero de
2006 para los documentos de identidad, se introduzcan las
normas mínimas de seguridad para la producción y entrega
de nuevos documentos de viaje.
Una de las decisiones del Consejo Europeo de Tampere,
que entra en vigor es la creación del Fondo Europeo para los
Refugiados, con una dotación global de 216 millones de euros
para el período 2000-2004. Establece, entre otras cosas, medi-
das destinadas a permitir a los estados hacer frente a situacio-
nes de emergencia en caso de afluencia súbita y masiva de
refugiados o desplazados así como una distribución de los
recursos entre los estados miembros proporcional, por una
parte, a los solicitantes de asilo que reciben y, por otra parte,
al número refugiados que acogen en su territorio.
Cooperación judicial en materia civil 
El creciente ejercicio de los derechos garantizados por el
Tratado a la libre circulación de personas, bienes y servicios
es paralelo a un aumento del número potencial de litigios y,
por lo tanto, de casos en que se solicitará asistencia jurídica
para litigios transfronterizos. Por este motivo, y respondien-
do a la solicitud del Consejo Europeo de Tampere, la Co-
misión presenta en febrero el “Libro Verde sobre asistencia
jurídica en litigios civiles: problemas para el litigante trans-
fronterizo”. La Comisión interpreta la expresión "asistencia
jurídica", analiza los obstáculos, así como su licitud respecto
del derecho comunitario, que impiden la asistencia judicial
efectiva de los ciudadanos europeos involucrados en proce-
dimientos judiciales en un Estado miembro distinto del suyo.
El objetivo principal del Libro Verde es suscitar la reacción
de los medios interesados antes de que la Comisión haga
una propuesta legislativa.
Se aprueban tres reglamentos sobre cooperación judicial
en materia civil. El primero, sobre competencia judicial, reco-
nocimiento y ejecución de resoluciones judiciales en materia
civil y mercantil, que sustituye al convenio de Bruselas de 1968
sin modificar su campo de aplicación, el cual abarca todas las
materias de derecho civil y mercantil, salvo las expresamente
excluidas (estado y capacidades de las personas físicas, regíme-
nes matrimoniales, testamentos y sucesiones, quiebras, seguri-
dad social y arbitraje). Un segundo reglamento aprobado este
año, es el que adapta el convenio de Bruselas II sobre resolu-
ciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad
parental al nuevo marco institucional del Tratado de Ámster-
dam. Tiene por objeto uniformar las normas de derecho inter-
nacional privado de los estados miembros en materia de
competencia así como mejorar el reconocimiento y la ejecu-
ción de las resoluciones judiciales relativas a la disolución del
vínculo marital y a la custodia de los hijos comunes. Entrará en
vigor el 1 de marzo de 2001. El tercer reglamento tiene por
objeto mejorar y acelerar la transmisión entre estados miem-
bros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil
o mercantil a efectos de simplificación o notificación, así como
reforzar la seguridad jurídica en este ámbito.
Cooperación policial, aduanera 
y judicial en materia penal 
La Comisión presenta en julio su posición sobre el reco-
nocimiento mutuo de las resoluciones firmes en materia
penal, y aboga por convertirla en la piedra angular de la coo-
peración en este ámbito y por un régimen mutuo de reco-
nocimiento lo más directo y simple posible. La comunicación
cubre cuestiones como las modalidades prácticas de infor-
mación de las autoridades respecto de las decisiones toma-
das en otros estados miembros, la admisibilidad de todas las
decisiones al reconocimiento mutuo (cualesquiera que sean
las personas implicadas, el delito en cuestión y la sanción
impuesta) o la protección de derechos individuales.
En mayo se firma un convenio que refuerza la asistencia
judicial en materia penal entre los estados miembros. Abarca
un gran número de puntos, entre ellos los procedimientos (y
sus trámites) en que se concede la asistencia judicial, las soli-
citudes referentes a algunas formas específicas de asistencia,
la interceptación de las telecomunicaciones y la protección
de los datos. Paralelamente, el Consejo concluye que si bien
las interceptaciones de comunicación pueden ser eficaces en
la lucha contra el crimen o para la defensa de la seguridad
nacional, nunca deben util izarse con fines de espionaje
comercial. En este sentido se anuncia la intención de la
Comisión de elaborar medidas destinadas a incrementar la
seguridad de la sociedad de la información.
En marzo el Consejo aprueba un nuevo plan de acción
sobre la delincuencia organizada, que sustituye al aprobado
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por el Consejo Europeo de Ámsterdam en 1997. El nuevo
plan define las medidas siguientes: intensificar la recopilación y
análisis de datos relativos a la delincuencia organizada; impedir
la introducción de la delincuencia organizada en el sector
público y en el sector privado; prevenir la delincuencia organi-
zada en el contexto de la reforma jurídica y del fortalecimien-
to de las asociaciones entre el sistema de justicia penal y la
sociedad civil; revisión y mejora de la legislación y de las políti-
cas de control y de reglamentación tanto a escala nacional
como de la UE; refuerzo de las investigaciones sobre la delin-
cuencia organizada; promoción de la Europol; seguimiento,
embargo, incautación y decomiso de los productos del delito;
cooperación entre las autoridades policiales y judiciales a nivel
nacional y en el marco de la UE; cooperación con los países
candidatos, con terceros países y con organizaciones interna-
cionales; vigilancia de la aplicación de las medidas de preven-
ción y control de la delincuencia organizada en la UE.
El blanqueo de capitales y los crímenes financieros tam-
bién son objeto de diversas iniciativas de las instituciones
europeas. El Consejo adopta una decisión que precisa las
modalidades de cooperación entre las unidades de informa-
ción financiera de los estados miembros para reforzar el
intercambio de información. Estas unidades establecidas en
cada Estado miembro son las encargadas de recibir, analizar
y transmitir a las autoridades competentes las informaciones
financieras comunicadas sobre los bienes sospechosos de ser
resultado de actividades criminales. Por iniciativa de Portugal,
el Consejo amplía este año las competencias de la Europol
con el fin de incluir los delitos de blanqueo de capitales en
general, independientemente del tipo de delito de que pro-
cedan los beneficios del blanqueo.
El 15 de diciembre se firma en Palermo un convenio entre
la Comunidad europea y las Naciones Unidas contra la crimi-
nalidad transnacional organizada y protocolos anexos sobre la
lucha contra la trata de personas en particular de mujeres y
niños y el tráfico de migrantes por tierra, mar y aire. Este con-
venio compromete a los firmantes a abolir el secreto bancario
y las cuentas cifradas a propósito de las actividades criminales,
a confiscar los bienes de origen ilícito, a facilitar las extradicio-
nes y a proteger a los testigos. Condena igualmente la
“comercialización” de la inmigración clandestina y la esclavitud
que se desprende, en especial a través de la explotación
infantil, física y económica de mujeres y niños.
La lucha contra la pornografía infantil también es objeto
de una decisión mediante la cual se pretende combatir la
explotación sexual de los niños y, en particular, la produc-
ción, tratamiento, posesión y distribución de material de
pornografía infantil en internet. Por su parte, la Comisión
perfila una estrategia global de lucha contra el tráfico de
seres humanos, la explotación sexual de niños y la pornogra-
fía infantil, acompañándola de dos propuestas-marco relati-
vas a la aproximación de las legislaciones nacionales en
materia de derecho penal.
Con el fin de mejorar la cooperación entre las autorida-
des nacionales competentes sobre investigación y persecu-
ción de delitos graves, varios países miembros proponen la
creación de la unidad “Eurojust”, que estaría integrada por
fiscales, magistrados o policías cedidos por cada Estado
miembro. Hasta su creación, se establece una unidad provi-
sional de cooperación judicial.
En materia policial, en diciembre se crea la Escuela Euro-
pea de Policía, cuya misión será contribuir a la formación de
los altos responsables de los servicios de policía de los esta-
dos miembros. La Escuela tiene por objetivos: profundizar el
conocimiento de los sistemas y estructuras nacionales de poli-
cía de los estados miembros de Europol y la cooperación
policial transfronteriza en la UE, mejorar el conocimiento de
los instrumentos internacionales existentes en la cooperación
en la lucha contra la criminalidad, y asegurar una formación
adecuada sobre el respeto de las garantías democráticas,
entre otros temas.
A fin de reforzar la prevención de la criminalidad la Co-
misión presenta en una comunicación un enfoque general de
las acciones futuras y establece que las prioridades de la UE en
la materia deben ser la criminalidad urbana, la delincuencia
juvenil y la criminalidad ligada a la droga. Asimismo, propone la
creación de un nuevo programa denominado Hipócrates, des-
tinado a la promoción, los intercambios, la formación y la coo-
peración en materia de prevención de la criminalidad, así
como la creación de un foro europeo para la prevención del
crimen organizado, con el fin de profundizar en el conocimien-
to de los fenómenos criminales y la cooperación.
Por lo que respecta a los diversos programas de coopera-
ción en marcha en diciembre la Comisión adopta propuestas
de decisión del Consejo para establecer las segundas fases
(2001-2002) del programa OISIN, destinado a promover la
cooperación entre los servicios represivos de los estados
miembros y permitirles un mejor conocimiento de los métodos
de trabajo y obstáculos de sus homólogos europeos, del pro-
grama Grotius general y penal, destinado a estimular el conoci-
miento recíproco de los sistemas jurídicos y judiciales y facilitar
la cooperación general y penal entre los estados miembros, 
y del programa STOP, de promoción, intercambio, formación y
cooperación entre las personas responsables de la lucha contra
el tráfico de seres humanos y la explotación sexual infantil.
Lucha contra la droga
El Consejo europeo aprueba este año un plan de acción
de la UE en materia de lucha contra la droga (2000-2004),
que constituye una respuesta global e integrada al fenómeno
de la droga y refleja la estrategia de la UE en una serie de
acciones concretas que deberán aplicar la totalidad de las
instituciones europeas y de los estados miembros. Por lo
que respecta al Observatorio Europeo de la Droga y las
Toxicomanías, este año se amplían sus competencias con el
fin de poder transmitir, a petición de la Comisión, sus cono-
cimientos especializados a los países que aspiran o que pue-
den aspirar a financiación en el marco del programa Phare,
así como a ayudar a establecer e intensificar los vínculos
estructurales con la red europea de información sobre dro-
gas y toxicomanías (Reitox). También se aprueba la partici-
pación de Noruega en las actividades de dicho observatorio.
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V. CUESTIONES INSTITUCIONALES
La Conferencia Intergubernamental (CIG) para adaptar
las instituciones de la UE a la ampliación, se inaugura el 14
de febrero en Bruselas, celebrándose la primera de las diez
sesiones ministeriales y 4 cónclaves ministeriales anuales. La
Conferencia se clausura el 11 de diciembre de 2000 en la
ciudad de Niza.
Iniciativa "Diálogo sobre Europa".
La Comisión aprovecha el proceso institucional de la CIG
que se desarrollará entre el 2000 y 2001 para lanzar la
“Iniciativa Diálogo por Europa”. La Comisión pretende abrir
un diálogo con los ciudadanos sobre lo que significa la refor-
ma institucional y el futuro de Europa. El objetivo de la ini-
ciativa promovida a tal efecto por la Comisión, con la
perspectiva de llevarla a cabo en estrecha colaboración con
el Parlamento Europeo y los estados miembros, es que la
CIG vaya acompañada de contactos e intercambios con 
la opinión pública y sus intermediarios, combinando activida-
des de información, diálogo y debate. Se trata en la práctica
de conducir, en cooperación con los estados miembros, una
política activa de información y diálogo con los parlamentos
nacionales, los cargos electos locales, los jóvenes, los empre-
sarios y las organizaciones no gubernamentales, apoyada por
los medios de comunicación, y en particular los medios de
comunicación regionales. Asimismo, se pretende desarrollar
los instrumentos necesarios para apoyar esta acción, dotada
con un presupuesto de 4 millones de euros para el año
2000. El 8 de marzo se celebra la apertura solemne del
Diálogo por Europa, con un debate público con la presencia
de setecientos jóvenes originarios de todos los estados
miembros de la UE. Participan asimismo otras personalidades
en representación de los diversos órganos e instituciones
comunitarios. El Diálogo permite abordar cuestiones tales
como la percepción de Europa por los ciudadanos, la refor-
ma institucional, la inmigración, el medio ambiente o la cohe-
rencia de la Europa política. 
Tratado de Niza
El Consejo Europeo reunido en Conferencia interguberna-
mental adopta el Tratado de Niza tras diez meses de negocia-
ciones intensas. Éste aborda las cuestiones institucionales que
no se habían resuelto en Ámsterdam y que debían resolverse
antes de la ampliación, así como sobre otras cuestiones no
relacionadas directamente con ella. Con arreglo a las conclu-
siones de los Consejos Europeos de Helsinki y de Niza, la UE
deberá estar en condiciones de acoger a partir de finales de
2002 a los nuevos estados miembros que estén preparados.
Tras su firma formal a principios de 2001, el Tratado se some-
terá a la ratificación de los estados miembros.
Composición de la Comisión: se mantiene un comisario
por Estado miembro hasta el momento en que el 27º Estado
miembro se adhiera a la UE. A partir de ese momento, el
número de comisarios será inferior al de estados miembros.
Se adopta un modelo de rotación igualitario, pero el número
exacto de comisarios se definirá por unanimidad del Consejo
respetando el máximo establecido de 26. Por otra parte, se
refuerzan los poderes del pres idente de la Comis ión
mediante las disposiciones siguientes: el presidente decide la
organización interna de la Comisión, distribuye las responsa-
bilidades que incumben a la Comisión entre sus miembros,
determina el número de vicepresidentes y los nombra tras
aprobación del colegio; un miembro de la Comisión presen-
ta su dimisión si el presidente se lo pide, tras aprobación del
colegio. El presidente de la Comisión será designado a partir
de ahora por mayoría cualificada del Consejo europeo; los
miembros de la Comisión serán nombrados por el Consejo
mediante mayoría cualificada y de común acuerdo con el
presidente designado, tras aprobación del Parlamento euro-
peo. El objeto de esta fórmula es únicamente que el Con-
sejo no pueda designar como miembro de la Comisión a una
personalidad que no haya sido propuesta por el gobierno
del Estado miembro del que sea nacional.
Ponderación de votos: a partir del 1 de enero de 2005
el sistema de la toma de decisión se modificará de la mane-
ra siguiente: se alcanzará la mayoría cualificada cuando se
cumplan dos condiciones, que la decisión obtenga como
mínimo un número de votos determinado (el umbral de la
mayoría cualificada), y que la decisión obtenga el voto favo-
rable de la mayoría de los estados miembros. Un Estado
miembro puede solicitar la verificación de que la mayoría
cualificada comprende al menos el 62% de la población
total de la UE. Si esto no ocurre, la decisión no podrá ser
adoptada. La Conferencia ha decidido el número de votos
que corresponden a cada Estado, así como la posición
común que los estados miembros tomarán al respecto en
las negociaciones de adhesión. El umbral de la mayoría cua-
lificada será igualmente definido en los tratados de adhe-
sión sobre la base de los principios expresados en la
declaración adoptada por la Conferencia sobre este tema.
En la actualidad el umbral es del 71,26% de los votos, y en
función del ritmo de las adhesiones aumentará. En la UE de
27 miembros se situará en el 73,91%.
La Conferencia ha decidido el pase de la unanimidad a la
mayoría cualificada de 27 disposiciones, algunas de ellas a
condición de una aplicación diferida.
Para una decena de estas disposiciones se prevé el pro-
cedimiento de codecisión. Las disposiciones más importantes
que pasan a la mayoría cualificada desde la ratificación del
Tratado de Niza son: la cooperación judicial en materia civil
(artículo 65 del Tratado CE); algunos aspectos de la política
comercial común (artículo 133 del Tratado CE); la política
industrial (artículo 157 del tratado CE); y el estatuto de los
miembros del Parlamento y el estatuto de los partidos políti-
cos a nivel europeo (artículos 190 (5) y 191 del Tratado
CE). Para otras disposiciones, como las relativas a la política
de asilo y de inmigración, la política de cohesión y la adop-
ción del reglamento financiero, también se decide el pase a
la mayoría cualificada pero diferida en el tiempo.
216
LA NUEVA EUROPA: INTEGRACIÓN Y RELACIONES EXTERIORES DE LA UE
El número mínimo de estados miembros necesarios para
instaurar una cooperación reforzada se fija en ocho. Además,
con respecto a los diferentes "pilares" de la UE se han fijado
las siguientes modificaciones: se suprime la posibilidad de
veto en las materias del Tratado CE; el dictamen favorable
del Parlamento europeo será necesario para el inicio de una
cooperación reforzada en una materia susceptible de codeci-
sión. En la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) se
introduce la posibilidad de instaurar cooperaciones reforza-
das mediante una acción común o una posición común
(salvo en materia de política de seguridad y de defensa); el
establecimiento de una cooperación reforzada se decide por
mayoría cualificada (con posibilidad de “freno de emergen-
cia”). En materia de cooperación policial y judicial en materia
penal se suprime la posibilidad de veto.
El papel del Parlamento Europeo, cuyo tamaño máximo
se fija en 732 escaños, se ve reforzado en algunos aspectos.
Se amplían los ámbitos de aplicación del procedimiento de
codecisión. El Parlamento podrá solicitar al Tribunal de
Justicia que controle el respeto del derecho comunitario por
parte de las instituciones, en las mismas condiciones que el
resto de instituciones. Una nueva base jurídica específica,
propuesta por la Comisión, permitirá la adopción de un
estatuto para los partidos políticos a nivel europeo. La nueva
composición del Parlamento Europeo se aplicará a partir de
las elecciones de 2004, si bien ese reparto sólo se aplicará
íntegramente para la Asamblea elegida en 2009.
La Conferencia ha decidido importantes reformas del sis-
tema jurisdiccional de la UE. El nuevo Tratado fija una redis-
tribución de las competencias del Tribunal de Justicia y del
tribunal de primera instancia, se crean salas jurisdiccionales
para que tengan conocimiento en primera instancia sobre
determinados recursos en materias específicas, y se refunden
los estatutos del Tribunal de Justicia y del Tribunal de prime-
ra instancia. El Tratado introduce una mayor flexibilidad para
adaptar el sistema jurisdiccional en el futuro, regulando algu-
nas cuestiones en el Estatuto del Tribunal de Justicia, que en
lo sucesivo podrá ser modificado por el Consejo, por unani-
midad, a petición del Tribunal de Justicia o de la Comisión.
La aprobación de los reglamentos de procedimiento del
Tribunal de Justicia y del Tribunal de Primera Instancia por el
Consejo deberá hacerse por mayoría cualificada.
Por lo que respecta al Banco Central Europeo, el Tratado
introduce la posibilidad de modificar las normas relativas a la
toma de decisiones, requiriendo una decisión unánime del
Consejo Europeo, ratificada después por los estados miem-
bros. La cualificación de los miembros del Comité Econó-
mico y Social se ha modificado: éste estará constituido por
representantes de los diferentes componentes de carácter
económico y social de la sociedad civil organizada. Por lo
que respecta al Comité de las Regiones, en lo sucesivo el
Tratado establece explícitamente que los miembros deberán
ser titulares de un mandato electoral regional o local u
ostentar responsabilidad política ante una asamblea electiva.
En virtud del artículo 7 del Tratado de la UE, el Consejo
podrá constatar la existencia de una violación grave y persis-
tente de los derechos fundamentales. Cuando se haya efec-
tuado dicha constatación, el Consejo podrá suspender algu-
nos de los derechos de dicho Estado. El Tratado de Niza ha
completado ese procedimiento con un dispositivo preventi-
vo. A propuesta de un tercio de los estados miembros, del
Parlamento Europeo o de la Comisión, el Consejo, por
mayoría cualificada de cuatro quintos de sus miembros y
previo dictamen conforme del Parlamento, podrá constatar
la existencia de un riesgo claro de violación grave de los
derechos fundamentales por parte de un Estado miembro y
dirigirle recomendaciones apropiadas. El Tribunal de Justicia
será competente únicamente para los litigios relativos a las
disposiciones procedimentales contenidas en el artículo 7, y
no para pronunciarse sobre el fundamento o la conveniencia
de las decisiones adoptadas en virtud de dicha disposición.
Otras modificaciones son el cambio de nombre del Diario
Oficial de las Comunidades Europeas (DOCE), en adelante
denominado Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE), o el
lugar de reunión de los Consejos Europeos. A partir de 2002,
una reunión del Consejo Europeo por presidencia se celebrará
en Bruselas. Cuando la UE esté integrada por 18 miembros,
todas las reuniones del Consejo Europeo se celebrarán en
Bruselas. En un protocolo anexo también se regula la transfe-
rencia del patrimonio de la Comunidad Europea del Carbón y
del Acero (CECA) a la Comunidad Europea, que deberá desti-
narse a la investigación en los sectores del carbón y del acero.
El Tratado CECA expira el 23 de julio de 2002.
Finalmente, la CIG adopta una Declaración sobre el futuro
de la Unión, mediante la cual solicita un debate más amplio y
profundo sobre el desarrollo futuro de la Unión Europea. En
2001 las presidencias sueca y belga, en colaboración con la
Comisión, favorecerán un amplio debate con todas las partes
interesadas. Se asociará a este proceso a los estados candida-
tos. Tras un informe que se presentará en el Consejo
Europeo de Göteborg, el Consejo Europeo de Laeken
(diciembre de 2001) adoptará una Declaración en la que se
indicarán las iniciativas adecuadas para la continuación de
este proceso. Dicho proceso deberá abordar, entre otras,
cuatro cuestiones: delimitación de competencias entre la
Unión y los estados miembros; estatuto de la Carta de
Derechos Fundamentales; simplificación de los Tratados y
función de los parlamentos nacionales en la arquitectura
europea. La CIG decide que, tras estas medidas preparato-
rias, se convocará una nueva CIG en 2004, con objeto de
tratar las cuestiones mencionadas, sin que ésta sea un obstá-
culo ni una condición previa para el proceso de ampliación.
Carta Europea de los 
Derechos Fundamentales
Los presidentes del Parlamento Europeo, del Consejo y
de la Comisión proclaman en Niza la Carta Europea de los
Derechos Fundamentales, que reúne en un solo texto los
derechos civiles, políticos, económicos y sociales expresados
hasta el momento en diversas fuentes internacionales, euro-
peas o nacionales. La carta no ha sido incluida en el Tratado
de Niza, sin embargo la transposición a los Tratados de las
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Comunidades será examinada en un futuro. En 54 artículos
agrupados en 7 capítulos, recoge los derechos siguientes: 
Capítulo I – Dignidad humana: derecho a la vida, a la
integridad de la persona, prohibición de la tortura y de
penas o tratos inhumanos o degradantes, prohibición de la
esclavitud y del trabajo forzado.
Capítulo II – Libertades: derecho a la libertad y a la segu-
ridad, respeto de la vida privada y familiar, protección de
datos personales, derecho al matrimonio y a fundar una
familia, libertad de pensamiento, conciencia y religión, liber-
tad de expresión y de información, libertad de reunión y de
asociación, libertad de las artes y las ciencias, derecho a la
educación, libertad profesional y derecho a trabajar, libertad
de empresa, derecho a la propiedad, derecho de asilo, pro-
tección en caso de alejamiento, expulsión y extradición.
Capítulo III – Igualdad: igualdad en derecho, no discrimina-
ción, diversidad cultural, religiosa y lingüística, igualdad entre
hombres y mujeres, derechos de la infancia, derechos de las
personas mayores, integración de las personas minusválidas.
Capítulo IV – Solidaridad: derecho a la información y a la
consulta de los trabajadores en el seno de la empresa, dere-
cho de negociación y de acciones colectivas, derecho de
acceso a los servicios de placement, protección en caso de
despido injustificado, condiciones de trabajo justas y equitati-
vas, prohibición del trabajo de la infancia y protección de los
jóvenes en el trabajo, conciliación de la vida familiar y profe-
sional, seguridad social y ayuda social, protección de la salud,
acceso a los servicios de interés económico general, protec-
ción del medio ambiente, protección de los consumidores.
Capítulo V – Ciudadanía: derecho de voto y elegibilidad
en las elecciones al Parlamento europeo, derecho de voto y
elegibilidad en las elecciones municipales, derecho a una
buena administración, derecho de acceso a documentos,
derecho al mediador, derecho de petición, libertad de circu-
lación y residencia, protección diplomática y consular.
Capítulo VI – Justicia: derecho a un recurso efectivo y a
acceder a un tribunal imparcial, presunción de inocencia y
derecho a la defensa, principios de legalidad y de proporcio-
nalidad de los delitos y de las penas, derecho a no ser juzga-
do o penalizado dos veces por una misma infracción.
Capítulo VII – Disposiciones generales: En este capítulo
se señala que el campo de aplicación se dirige a las institu-
ciones de la UE, así como a los estados miembros sólo cuan-
do apliquen el derecho de la UE. También aborda el nivel de
protección, y la prohibición del abuso del derecho.
1. COMPOSICIÓN DE LAS INSTITUCIONES EUROPEAS Y PONDERACIÓN DE VOTO EN EL CONSEJO,
SEGÚN LA DECLARACIÓN RELATIVA A LA AMPLIACIÓN DE LA UE ANEXA AL TRATADO DE NIZA
Países Miembros Escaños en el Ponderación de Composición del Comité Composición del 
de la UE Parlamento Europeo votos en el Consejo Económico y Social Comité de las Regiones
ALEMANIA 99 29 24 24
REINO UNIDO 72 29 24 24
FRANCIA 72 29 24 24
ITALIA 72 29 24 24
ESPAÑA 50 27 21 21
POLONIA 50 27 21 21
RUMANIA 33 14 15 15
PAISES BAJOS 25 13 12 12
GRECIA 22 12 12 12
BÉLGICA 22 12 12 12
PORTUGAL 22 12 12 12
HUNGRÍA 20 12 12 12
REPÚBLICA CHECA 20 12 12 12
SUECIA 18 10 12 12
BULGARIA 17 10 12 12
AUSTRIA 17 10 12 12
ESLOVAQUIA 13 7 9 9
DINAMARCA 13 7 9 9
FINLANDIA 13 7 9 9
IRLANDA 12 7 9 9
LITUANIA 12 7 9 9
LETONIA 8 4 7 7
ESLOVENIA 7 4 7 7
ESTONIA 6 4 7 7
CHIPRE 6 4 6 6
LUXEMBURGO 6 4 6 6
MALTA 5 3 5 5
TOTAL 732 345 344 344
